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HONORABLES SEÑORESJUECES DELACORTEINTERAMERICANADEDERECHOS

HUMANOS:

La República de Panamá por estemedio comparece a esta Honorable Cortea presentar su

alegato de conclusión.

Respetuosamente, pedimos que se denieguen las solicitudes formuladas por la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos (enadelante "la Comisión") en lospuntos 1,2, 3, 4 Y5 de su

libelo dedemanda (págs. 1y2),Yquesedeclare quelaRepública dePanamá nohaviolado, respecto

de las 270personas representadas por la Comisión, las garantías fundamentales contenidas en los

artículos 8, 9, 10, 15, 16,25,33 Y50.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en

adelante "la Convención") al promulgar y aplicar la Ley 25 de 1990.

Reiteramos lasconsideraciones expuestas ennuestro escrito de contestación de la demanda

y en el alegato oral que presentamos en audiencia ante estaHonorable Corteel día 28 de enero de

2000. Enestaoportunidad, demanera muycomedida nospermitimos destacar algunos aspectos del

casoque, en nuestro criterio, resultan cruciales paraque los Honorables Jueces puedan formar su

convicción sobre la materia sometida a su decisión.

l. LASAFIRMACIONES BASICAS EN QUE LA COMISION SUSTENTA SUDEMANDA

NO SON CIERTAS.

1. La Comisión alegaen el punto 6 (pág. 2) de su demanda, queel 16de octubre de 1990,

la Coordinadora de Sindicatos deEmpresas estatales entregó al Gobierno de Panamá, un pliego de

peticiones, y reconoce queel 16de noviembre de 1990, mediante NotaNo. 2515-90DM, el Estado

panameño rechazó todos lospuntos solicitados dando porterminado el proceso denegociación. La

Comisión asevera a renglón seguido que "Al no obtenerrespuesta a ningunade suspropuestas, la

Coordinadora de Sindicatosde Empresas Estatales convocó a una manifestación marchapara el

4 de diciembre de 1990y a unparo laboralde 24 horaspara el día siguiente". Esteargumento lo

...._ . .__..... ._ - - - - -
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repitió la Comisión en su alegato oral (pág. 218 del acta de la audiencia de fondo), por bocadel

Delegado Bicudo, señalando lo siguiente: "La manifestación del día 4 de diciembre ... fue el

resultado de unafrustrada negociación colectiva entre la Coordinadora de los Sindicatos de las

Empresas Públicas y el Gobierno de Guillermo Endara. En efecto, en una carta del día 16 de

noviembre de1990, elgobierno rechazó todos lospuntosdelpliegopresentado eldia16deoctubre,

dando por terminado el proceso de negociación. De esta manera, las actividades que fueron

decididas en Asamblea y anunciadas públicamente por los medios de prensa, tenian un claro

objetivo de .. presionar para reanudar las negociaciones".

Saltaa la vistaquees en estaafirmación que la Comisión apoya principalmente su tesisde

que el paro colectivo en las instituciones estatales proveedoras de servicios esenciales no tenía

vinculación con el golpe militar del Coronel Eduardo Herrera planeado para los días 4 y 5 de

diciembre de 1990.

Puesbien, en la audiencia se probó fehacientemente queestaafirmación es falsa, y que los

organizadores delmovimiento laboral deliberadamente programaron susactividades depresiónpara

los días 4 y 5 de diciembre de 1990 con el fin de que coincidieran y sirvieran de apoyo a las

actividades armadas de los golpistas. En efecto, la marcha y el paro colectivo de labores en las

instituciones públicas de servicios esenciales no fuedecretada, como afirma la Comisión, luego de

queel 16de noviembre de 1990 el Gobierno dePanamá rechazó suspeticiones ni tenían"un claro

objetivo de oo presionarparareanudar las negociaciones". Enefecto, en la audiencia seestableció

quelosorganizadores delparo colectivo lodecretaron el 8denoviembre de 1990, estoes,ocho días

antes de queel Gobierno de Panamá siquiera contestara el pliego depeticiones presentado. Eneste

sentido, MANRIQUE MEJIA, presentado como testigo por la Comisión, quiense identificó como

Secretario de Educación, Cultura y Deportes del Sindicato del IRHE desde 1986 hasta 1990

manifestó (pág. 59 del actade la audiencia de fondo) que las peticiones "sepresentaron el dia 16

de octubre a la Presidencia de la República" añadiendo que "A los 30 días, o sea el 16 de

noviembre, el entonces Ministro dela Presidencia entrega enuncentro de trabajo del IRHE oo. una

notafirmada por los representantes del Gobierno en el cual ellos rechazaban los 13 puntos
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presentadospor nosotros el J6 de octubre de J990" . Cuando la Asistente de la Comisión, Sra.

Krsticevic, le preguntó "¿Quépasosdecidió tomar envirtuddeestarespuesta delEstado, entonces,

la Coordinadora de Sindicatos de Empresas Estatales? JI el testigo respondió textualmente "La

Coordinadora del Sindicato de Empresas Estatales, en unareunión efectuada en el Paraninfo de

la Universidad el día 8 de octubre... 8 de noviembre de mil... 8 de noviembre de 1990 ante los

mediosde comunicación, acordó, pues, llevara cabo una marcha para el día 4 y unparo de 24

horasel día 5 de diciembre". Resulta absurdo, entonces, afirmar que la Coordinadora programó la

marcha del 4 de diciembre y el paro colectivo de labores en instituciones de servicios públicos

esenciales fueron decretados como resultado de la negativa del Gobierno de Panamá a negociar.

2. LaComisión asegura también, como seaprecia enel punto 8desudemanda (pág. 3),que,

debido a la asonada military a la pretensión del Gobierno de vincular su movilización con esos

hechos, "deciden a las 7:30 a.m. del 5 de diciembre, suspender el paro". Esta aseveración fue

reiterada por la Comisión, a través del Delegado Ayala Corao, en el alegato oral, al referirse a la

tomadel Cuartel de Policía por el Coronel Eduardo Herrera el 4 de diciembre de 1990, señalando

que "El Estadopretendió vincular este hecho político-militar con la marcha organizada por los

dirigentes sindicales, razónpor lacualéstosdecidieron suspenderelparoel5 dediciembre de 1990

a las 7:30 a.m," (pág. 209).

Esobviotambién queconestasegunda afirmación, laComisión intenta apuntalar sutesisde

que la movilización decretada por la Coordinadora paralos días4 y 5 de diciembre de 1990 estaba

desvinculada del movimiento golpista paraesos mismos dos días.

Sinembargo, con lostestimonios vertidos en la audiencia de fondo se estableció claramente

que la afirmación de la Comisión es falsa, y que los organizadores del paro del 5 de diciembre de,

1990, a pesarde haberse enterado en la noche del 4 de diciembre de la fugadelCoronel Herrera, en

vez de suspender inmediatamente el paro de labores en las empresas de electricidad,

telecomunicaciones, aguapotable y puertos, como era lo apropiado si hubiesen realmente querido

evitarquese lesvinculara conel movimiento armado delCoronel Herrera, decidieron esperar hasta

las7:30a.m.deldíasiguiente, o sea,e15 dediciembre, paraevaluar eldesarrollo delgolpe deEstado
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antes de tomaruna decisión. No hayen los autos de esteproceso ni una solapruebade queel paro

se suspendió a las 7:30a.m. del 5 de diciembre; todo lo contrario, el parose inició, y fue solamente

después de que el Ejército de los Estados Unidos de América sofocara la insurrección militar a

tempranas horas del 5 de diciembre que los trabajadores en paro volvieron gradualmente a sus

labores, sin que en ningún momento los organizadores hubieren ordenado la terminación de dicho

paro,yel paroquedó disuelto paraelmediodía del 5 dediciembre. Esto demuestra fehacientemente

que losorganizadores delparoen lasempresas públicas deelectricidad, telecomunicaciones y agua

potable, y laentidadportuaria, apoyaron hastael último momento el movimiento armado quesedió

en la mañana del 5 de diciembre de 1990. En estesentido, el testigo de la Comisión MANRIQUE

MEJIA, unode los organizadores delparo, declaró que"Yaentrada la noche, estamos hablando de

más allá de las 1Ode la noche, por los medios de radio, de la emisora de radio, fue que nos

enteramos dequesehabíaescapado el Coronel Eduardo Herreray varios personeros delgobierno

deeseentonces trataban devincular la escapada delCoronel Herrera conlamarcha quehabíamos

tenido el díaanterior (sic)"(pág. 60del actade la audiencia de fondo). MEJIA continúa señalando

que "la determinación de suspender el paro la dejamos para la mañana, a temprana hora de la

mañana deldía 5, porquenosotros determinamos ...mejor esperábamos cémo sedesenvolvian los

acontecimientosy lo dejamos para unareunión el día5 a lassietede la mañana" (pág. 66delacta

de la audiencia de fondo), repitiendo su declaración anterior de que "esa noche del día 4 ...

quedamos que a las 7 de la mañana los dirigentes nos íbamos a reunir en la Universidad de

Panamá, afln deevaluar, dedarle tiempo a queevaluaran elproceso delaescapada delCoronel

Herrera para así determinar levantar elparo" (pág. 61).

El paronuncafuesuspendido porsusorganizadores. Porel contrario, en la mañana del día

5 de diciembre de 1990 dicho paro se inició, tal como había sido diseñado, en las instituciones

estatales más sensitivas, coincidiendo conel inicio de la movilización armada del Coronel Herrera

haciala Asamblea Legislativa, conel evidente objetivo de apoyar el golpe de Estado y, como queda

dicho, sólo cuando dicho movimiento armado fue sofocado por las tropas norteamericanas en la

mañana de ese día fueque lostrabajadores, viendo lo inútil delparo, volvieron gradualmente a sus
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puestos, disolviéndose el paro aproximadamente al mediodía. El Licenciado JOSE MAUAD, en

aquella época Gerente General del Instituto Nacional de Telecomunicaciones (lNTEL), testigo

presentado por la Comisión, al serpreguntado por la Delegada de la Comisión, Sra. Krsticevic si el

día S de diciembre se realizó en el INTEL el paro de labores programado por la Coordinadora,

respondió "Sf, aunque notodo eldía. Fue parcialmente durante esedía, durante lasprimerashoras

de la maItana" (pág. 21 del acta). MAUAD dejó claramente sentado que en el INTEL, aquellos

trabajadores queseadhirieron alparosólovolvieron como resultado desu exhortación, haciéndoles

ver la inutilidad delparoa la luzdelfracaso delgolpe militar. Eltestimonio deMAUAD tienevalor

deplenafuerza habidacuentadequefue la Comisión la quelopresentó como testigo enestacausa.

Al inquirirsele qué argumento usóen la mañana deldía5 dediciembre paratratarde persuadir a los

trabajadores en paroparaquese reincorporaran, MAUAD contestó "Básicamente unargumento ...

quenohablaya necesidaddequeellos continuaran conelmovimiento aparo, dado quelasituación

deurgencia habla cesado. Que elmovimiento de inestabilidadpolitica había sdiocontrolado y que

no tenian razón en comprometer su trabajo como empleados de la institución" (pág. 27 del acta).

Enel Instituto deRecursos Hidráulicos y Electrificación (IRHE), entidad estatal responsable

de la generación, transmisión y distribución deenergía eléctrica entodoel territorio de laRepública

dePanamá, elparodecretado porlaCoordinadora también seinició enlamañana deiS dediciembre,

conforme a loplaneado, ynoterminó sinohastaelmediodía, sólodespués detodoelpaísseenterara

deque el golpe militar habíasidocontrolado por el Ejército norteamericano. El Ingeniero JORGE

DE LA GUARDIA, que en aquella época ocupaba el cargo de Director General del IRHE, testigo

enestacausa, declaró que"unnúmero considerable detrabajadores noasistió a sutrabajo, algunos

centros de trabajo cerraron completamente. Yo diría que entre un 10y un 20 por ciento de los

empleados delIRHEesediadejaron delaborar" (pág. 143 delacta). Alpreguntársele a estetestigo

si eseparo habíasido levantado oficialmente, es decir, si los organizadores del paro, luego de que

éstese inició, comunicaron públicamente queel paroterminaba por decisión de losorganizadores,

el Ingeniero DELA GUARDIA respondió "No. Nunca" (pág. 144). Másaún,cuando el Delegado

de la Comisión, señor Velasco Clark le preguntó al Ingeniero DE LA GUARDIA si el cese de
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labores fue suspendido por los trabajadores, el testigo manifestó contundentemente "El paro se

efectuó este dia. Algunos empleados regresaron a trabajar, creo yo en horas de la tarde. A la

mañana siguiente estabaprácticamente terminado elparo. Pero nohubo ningún llamado a quese

reintegraran a trabajar departe los ... dtrigencta sindicar' (pág. 147). En cuantoal momento en

queenel IRHElosparticipantes enel movimiento sereincorporaron a suslabores, el testigo dijo"La

horaexacta no me acuerdo, peropudo haber sidopor la tarde" (pág. 144). Al preguntársele si el

momento a partirdel cual los trabajadores del IRHE que apoyaron el parovolvieron gradualmente

a sus labores fueanteso después de que las tropas norteamericanos suprimieran el intento de golpe

de Estado del Coronel Herrera. el testigo DE LA GUARDIA confirmó que"esofue por la tarde y

el intento éste delCoronel Herrera, hastadonde yo recuerdo, salió enlamañana delcuartei" (pág.

144).

3. El paro colectivo de labores en las instituciones estatales de servicios públicos más

sensitivos fijado pararealizarse el 5 de diciembre de 1990 estabavinculado al golpedelEstadocon

queel Coronel Herrera buscabaderribar al Gobierno democrático de la República ydaral trastecon

el ordenconstitucional. Losconspiradores programaron el golpe paraeldía5 dediciembre de 1990

y la paralización de los servicios públicos esenciales formaba parte del plan golpista.

Lavinculación en el desarrollo de ambos movimientos ha sidoprobada, no sólopor losdos

hechosexplicados en los puntos 1 Y2 de este alegato, sino por otroshechosconvergentes. Entre

ellos, que el paro colectivo de labores que debía llevarse a cabo el 5 de diciembre de 1990

conjuntamente en las entidades estatales encargadas de los servicios de electricidad,

telecomunicaciones y suministro de agua potable, y de los puertos, fue el primer paro colectivo

programado conanticipación anivelnacional enentidades deservicios esenciales, encircunstancias

enqueanteriormente losparoslaborales enel IRHE y enel INTEL sehacíanintempestivamente sin

convocatoria previa, sólo en determinados centros de trabajo, y nunca a nivel nacional. Esto lo

confirma el entonces Director General del IRHE, Ingeniero JORGE DE LA GUARDIA, quien

testificó que ''pero se anuncia por primera vez en la institución un paro de labores, porque

anteriormente todo habían sidocosas esporádicas dedistintos centros detrabajo y queocurrían al
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azar, podríamos decirlo así yeso era a lo largo de todo el país" (pág. 142). Al pedírsele que

confirmare siesteparoprogramado parael 5dediciembre de 1990 queporprimera vezseanunciaba

conanticipación eraen ciertos centros de trabajo solamente o entodala institución a nivel nacional,

respondió "No, ésteera unparo nacional ... Correcto, nacional" (pág. 143).

Entrelaspruebas documentales quelaRepública dePanamá entregó a laCortee128 dejunio

de 1998 al presentar su contestación a la demanda de la Comisión se encuentra una grabación de

videoen la cual el entonces Viceministro de Gobierno y Justicia, RAMON LIMA, al entrevistarse

conel Coronel Eduardo Herrera en lamañana del 5dediciembre de 1990, ledicea éste lo siguiente:

"Yo le dijequeporquéno nombraba unacomisión y ustedmedijo [Yoestoyesperando a ungrupo

deobreros, recuerdeJ". Esto10 atestiguó elex-Viceministro LIMA señalando "Sí, éldijoqueestaba

esperando unos obreros, eso es cierto que lo dijo" (pág. 12del actade la audiencia).

Otro elemento que demuestra la vinculación entre los movimientos que se iniciaron

simultáneamente el 5 de diciembre de 1990, el primero consistente en tomar por las armas la

Asamblea Legislativa y el Palacio Presidencial, y el segundo consistente en paralizar los servicios

esenciales deelectricidad, telecomunicaciones, aguapotable ypuertos, entre otros,es ladeclaración

del entonces Presidente Guillermo Endara, cuyaveracidad no fue refutada ni controvertida por la

Comisión en su alegato oral,enel sentido dequesu sistema de inteligencia lehabíaadvertido sobre

la existencia de una conexión entreambos movimientos (pág. 114).

Lacircunstancia de que la Coordinadora no suspendió el paroa las diez de la noche del día

4 dediciembre de 1990 cuando todoel paísseenteró de la fuga delCoronel Herrera, resolviendo en

cambio vercómo sedesenvolvía elmovimiento golpista en lamañana del día 5;el dejarqueel paro

se iniciara en el IRHE, el INTEL y lasdemás instituciones, tal como se habíaprogramado, cuando

el movimiento armado estabadesarrollándose; el nohaberse emitido nuncaninguna comunicación

levantando el paro; y sobre todo, el hecho de que el paro sólo terminó cuando los trabajadores

participantes seenteraron de queel golpe militar habíasidosofocado porel Ejército de los Estados

Unidos deAmérica; todoresulta sintomático, y no puedeserresultado de la mera casualidad, como

pretende hacerver la Comisión.
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En materiaprobatoria existela pruebaporconcurso de indicios. Cuando todos los indicios

sonconvergentes y conducen a unaconclusión necesaria, estapruebatieneplenafuerzay sirvepara

llevara lacertezasobreelhecho indicado. Ciertamente, seríaingenuo pretenderquequienes planean

ungolpede Estado vayana dejarpruebas directas desuplan,talescomodocumentos, yenestecaso,

se recurre a la pruebapor concurso de indicios.

En estecaso,unavaloración objetiva de las pruebas conforme a las reglas de la sanacrítica,

aplicando las máximas de experiencia, y sobre todo el sentido común, llevan necesariamente a

concluirque la Coordinadora habíaprogramado su marcha del día 4 de diciembre y sobretodo el

paro colectivo de labores en instituciones sumamente sensitivas, a fin de que sirvieran de apoyo al

desarrollo del golpemilitarpreparado para ejecutarse durante esosdos días.

11. EL OBJETO DEL PRESENTE PROCESO DE DERECHOS HUMANOS NO ES

DETERMINAR SI SE COMETIO O NO UN DELITO.

4. LaComisión haestructurado todosucasoen lafaltadepruebas sobrelavinculación entre

lasmedidas de presiónpreparadas por la Coordinadora de Sindicatos Estatales y el intento golpista

liderizado por el Coronel Eduardo Herrera. Así, en su libelo de demanda, la Comisión sostiene y

se comprometió a probar, entre otras cosas, "3. Que no se ha probado ante las autoridades

judiciales de Panamá ni ante la Comisión Inieramericana de Derechos Humanos que hubiese

habido complicidad entre los trabajadores destituidos y la asonada militar promovida por el

Coronel Eduardo Herrera Hassán" (pág. 61 de la demanda). Delmismo modo, en su alegato oral,

la Comisión, por intermedio del Delegado señor Ayala Corao, sostuvo que"En todocaso, debemos

reiterar quenohasidodemostrada esavinculación, nientonces cuando seprodujeron losdespidos

ni sobrevenidamente en esteproceso ... y por el contrario, de las decisiones judiciales que se

conocieron en Panamá, ninguna estableció vinculación alguna entre estosdos movimientos que

coincidieron enel tiempo pero quenoestán vinculadas ensuscausas ni ensusefectos" (pág. 239).

5. Ahora bien, como la República de Panamá expuso en su alegato oral, el tema de la

vinculación o la faltadevinculación entreambos movimientos noresultaenabsoluto relevante para
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la decisión del presente proceso, porque estacausano tiene por objeto que la Cortedetermine si se

dió o no la comisión del delito de sedición, rebelión o motín o del delito de derrocamiento del

gobierno. por partede las personas representadas por la Comisión. LaComisión, queestructuró su

demanda, su línea de interrogatorio a todos los testigos preguntándoles dóndeestaba la pruebade

la vinculación, y su alegato inicial, cuando sevió confrontada conlademostración que la República

de Panamáhizo en su alegato oral de la existencia de esa vinculación en base a la convergencia de

pruebas indiciarias contundentes, ha debido dar un virajede 180grados, y se ha vistoobligadaen

su alegato de réplica, el mismo Delegado Ayala Corao, al referirse a la exposición de la Delegación

de Panamásobre las pruebas que demostraban la vinculación, a decir -en abierta contradicción de

su postura inicial- que "En primer lugar, queremos reiterar (¿?) yac/arar ante esta Corte

Interamericana, estaHonorable Corte Interamericana, queéste noeselobjeto delproceso anteesta

instancia" (pág. 239).

111. EL OBJETO DE ESTE PROCESO TAMPOCO ES DETERMINAR SI LAS

DESTITUCIONES FUERON O NO FUNDADAS.

6. Aunque no lo dice expresamente en su libelo de demanda, es claro que la Comisión

pretende indirectamente queestaCorte Interamericana de Derechos Humanos reviselas sentencias

emitidas por la SalaTercerade laCorteSuprema deJusticia de Panamá quedeclararon -respecto de

aquellos trabajadores que decidieron acudir a la vía contencioso-administrativa- legales las

destituciones respectivas. Aesterespecto, espertinente citarelcriterio de laComisiónexpuesto por

su Delegado sefl.or AyalaCoraoen su alegato oral, al sostener "Queremos recordar que el motivo

imputado en la destitución de estos trabajadores es precisamente que el paro en el cual ellos

participaron tenía por propósito, por propósito, atentar contra el orden constitucional y la

democracia. Vaya gravedad de imputación y en definitiva, al no haberestado probado, como ha

sidodemostrado en todo esteproceso, esosactos son definitivamente arbitrarios" (pág. 239).

Sobre esteparticular, la República de Panamá reiteramuyrespetuosamente, queno importa

cuálhayasidoel fundamento de lasdestituciones, o si la destitución tuvoo no méritos, estono está

- -_._.. . _ .
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sujeto a revisión de esta Honorable Corte Interamericana dé Derechos Humanos, porque la

responsabilidad queel sistema interamericano hadelegado enestealtotribunal noes ladeconstituir

enunanuevainstancia, sino la de tutelarla vigencia de las garantías consagradas en la Convención.

Asíentonces, lassentencias emitidas por laSalaTercera de la Corte Suprema deJusticiadePanamá

declarando legales las destituciones, al resolver las acciones contencioso-administrativas de plena

jurisdicción ejercitadas por aquellas trabajadores que decidieron llevar sus casosa ese tribunal de

justicia,no debenser revisadas por esta Corte Interamericana.

IV. EL CARGO FORMULADO CONTRA LA REPUBLICA DE PANAMA.

7. Tal comose desprende de lospuntos 1y 2 del libelo de demanda, el cargo concreto que

formula la Comisión que,al destituir a las 270personas representadas por la Comisión mediante la

adopción por partede la Asamblea Legislativa y la aplicación porpartedel Organo Ejecutivo de la

Ley25 de 14de diciembre de 1990, la República de Panamá infringió garantías fundamentales de

los afectados consagradas en la Convención.

Estose reafirma enel punto10de lademanda de la Comisión, enelcualsealegaque"Como

consecuencia de la aplicación de laLey25 de14 dediciembre de1990, cientos defuncionarios

públicos fueron destituidos" (pág. 3 de la demanda).

V. EL ESTADO PANAMEÑO NO APLICO LA LEY 2S DE 1990 PARA DEJAR

INSUBSISTENTES LOS NOMBRAMIENTOS DE LOS 270 REPRESENTADOS.

8. Comolo ha puesto de manifiesto la Comisión ensu actuación, la presente causaversaen

el fondo sobre las destituciones de los 270 funcionarios públicos representados por la Comisión.

9. LaComisión ha fundado todosu casoen una premisa falsa, que las 270 destituciones se

hicieron en base a la Ley25 de 1990. Este criterio no encuentra sustento en la realidad, como se

estableció de manerapatente conlaspruebas evacuadas en la audiencia celebrada los días 26,27 Y

28 de enero de 2000.

10. LaLey25de 14dediciembre de 1990 entróen vigencia el día 17dediciembre de 1990,
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fecha en la cual fue promulgada en la Gaceta Oficial. Sin embargo, tal como lo reconoce la

Comisión, lamayoríade los270 funcionarios reclamantes fueron destituidos antesde esa fecha. En

este sentido, al desarrollar el alegato oral de la Comisión, la Delegada señora Pulido reafirmó que

"la mayor parte de losdespidos seprodujeron antes de la aprobación y publicación de la Ley25"

(pág. 220). Por su parte, el Delegado de la Comisión, señor Ayala Corao, señaló con mayor

precisión en su alegato de réplica que "Lo que sí quedó demostrado en este proceso y no es

controvertido, es que hasta el 16 de diciembre de 1990 se efectuaron 185 despidos" (pág. 239).

11 . Salta a la vista que, si antes del 17de diciembre de 1990, la Ley25 de 14de diciembre

de 1990ni siquieraexistía,jurídicamenteresulta imposible que hayasido aplicadapara destituira

los 185 funcionarios públicos cuya insubsistencia en sus cargos se declaró entre el 5 y el 16 de

diciembre. Es una verdadde Perogrullo que para el 17de diciembre de 1990,ya las destituciones

de esas 185personaseran actos consumados, que no requerían de la Ley25 para fundamentarlas.

De hecho, ninguna de las notas entregadas a los afectados comunicándoles su destitución,

mencionasiquiera la Ley 25, y no la podían mencionar sencillamente porquetodavía no existía.

El perito Doctor HUMBERTO RICORD, al brindar su opiniónjurídica en la audiencia a

peticiónde la Comisión, dejó muy bien establecido que: "Se hahablado mucho de queestoes una

aplicación retroactiva y yo me permito someter a los miembros de este ilustre estrado, la

circunstancia dequea mímeparece quesi se toma unasanción hoyy hoynose hadictado unaley,

estaley... nohayley (refiriéndose a la Ley25), nohaymateriajurídica queaplicar ....porque hubo

sanciones de destituciones establecidas conposterioridad a la ley. Pero hubo lagran mayoría de

lasmismas (aludiendoa las destituciones), establecidas antes de la quela ley (la Ley25) existiera"

(pág. 93).

12. De las 270 personas representadas por la Comisión, las otras 85 fueron destituidas

despuésa partir del 17de diciembre de 1990. Esto no ha sido cuestionado en este procesoni por la

Comisiónni por el Estado Panameño,

13. La Comisión, sin embargo, sostiene de manera temeraria que la Ley 25 de 1990 fue

aplicada retroactivamente para destituir a estas 85 personas. El Delegado de la Comisión, señor
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Ayala Corao, expresó a este respecto que"a partirde la entrada en vigencia de la ley (la Ley 25),

el J7de diciembre de eseaño, otras 85personas resultan destituidas aplicándoseles la sanción de

destitución, por aplicación ahora retroactiva de la ley que entró en vigencia el J7 de diciembre"

(pág. 239). Estaalegación carece delmásmínimo fundamento, y desde luego no se ha traído a este

proceso ninguna pruebaparasustentar esa aseveración.

14. Laspruebas quemilitan en losautosde esteproceso demuestran, al contrario, queesas

85 personas fueron destituidas de la mismamanera que las primeras 185, sin invocar la Ley25 de

1990 como fundamento de las terminaciones. Así, en las notas de destitución entregadas a este

segundo grupo de afectados, tampoco se hacemención alguna de la Ley25 de 1990.

15. EsclaropuesquelaLey25de 1990 noseaplicó enningún casopara dejarinsubsistentes

los empleos de los 270funcionarios públicos querellantes.

16. Lasdeclaratorias de insubsistencia de los empleos de los 270 funcionarios en cuestión

se fundaron en la legislación vigente aplicable a cadaentidad estatal en particular. Jurídicamente,

resulta absurdo sostener, como lo hace la Comisión, que las terminaciones por insubsistencia

efectuadas hastael16 dediciembre de 1990 "notenían base legal alguna, noexistíaleyalguna" (pág.

239). Esta aseveración revela un profundo desconocimiento de la legislación administrativa

panameña porpartede la Comisión. Además, es sabido queen laaplicación delDerecho no existen

vacíos, dada la "plenitud" del ordenamiento jurídico, permite quepor vía de integración cualquier

supuesto de hecho tenga siempre una regulación legal, aun cuando no exista norma jurídica

específicamente aplicable.
~ o . ',

r.... ..
VI. LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS QUERELLANTES NOFORMABAN PARTE DE

LACARRERAADMINISTRATIVAy PORTANTO ERAN DELIBRE NOMBRAMIENTO

YREMOCION.

17. Tal como se puede leer en las notas en que se les comunica la terminación de sus

funciones, a los servidores públicos querellantes se les declaró insubsistentes' sus respectivos

nombramientos. El párrafo final de estas notas señalalo siguiente: "En base a lo anterior, se le



-

,...

-
,...

,...

-

-
-
-
,...

-
~..

,...

-
.,...

... .

,
I , · . · ~ · '~ '. "' - "" " " ' ''''' ' '~''' '. I .1. _ : ,

000662

-13-

comunica que el cargo que ocupa en esta institución, ha sido declarado insllbsistente a partir de

lafecha" (Anexo 4 a la demanda de la Comisión).

18. Ninguno de los ex-funcionarios públicos en cuyo nombre demanda la Comisión había

ingresado a la Carrera Administrativa. LaComisión no ha aportado pruebaalgunade que todos o

algunos deellosformasen partedelaCarreraAdministrativa. Esos servidores delEstado nogozaban

de estabilidad en sus cargos, y el Gobierno de Panamá estabafacultado por la Constitución y las

leyes a declarar discrecionalmente la insubsistencia de sus respectivos nombramientos..

19. La Comisión ha querido hacer ver que la Constitución Política de la República de

Panamá otorga a todos los funcionarios públicos una estabilidad automática, con el solo

nombramiento y tomade posesión, invocando aisladamente el artículo 70deesa cartafundamental

(que forma parte del Título I1It Capítulo 3ro intitulado "EL TRABAJO'} Lo que olvida la

Comisión es que unanorma de un textolegal debe interpretarse en concordancia conel restode las

disposiciones jurídicas que integran el instrumento correspondiente, nunca en forma aislada.

También olvidala Constitución quetcuando hayunaaparente contradicción entredosnormas deun

mismo cuerpo legal, es principio general dehermenéutica legal quelanormaparticular primasobre

la norma general. Enestecaso,la Constitución Panameña (conforme a la numeración existente en

el mesde diciembre de 1990t estoes, antesde las reformas introducidas en 1994), en su Título XI

denominado "LOSSERVIDORES PUBLICOS't consigna dosnormas especiales, asaber: elartículo

295, enel cualse señala, en relación conlosservidores públicos, que"Su nombramientoy remoción

noserápotestadabsolutay discrecional deninguna autoridad, salvo loquealrespecto dispone esta

Constitución"; y el artículo 300en cualseexpresa que"Se instituyen lassiguientes carreras en los

serviciospúblicosconforme a losprincipios delsistema deméritos: l. LaCarrera Administrativa"

agregando de formaexpresa que"La Ley regulará la estructura y organización de estascarreras

de conformidad conlasnecesidades de laAdministración". Yes precisamente mediante la leyque

instituye la Carrera Administrativa que se establece que el servidor público que pertenece a dicha

carrera, previo cumplimiento de los requisitos exigidos, gozade estabilidad. En otraspalabras, la

estabilidad en el puesto se adquiere por un funcionario público con su ingreso a la Carrera
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Administrativa. Así, la Ley 9 de 24 de junio de 1994, por la cual se introdujo la Carrera

Administrativa en Panamádispone en su artículo 136 lo siguiente: "Los servidores públicos de

carrera administrativa tienen, además, los siguientes derechos, que se ejercerán igualmente de

acuerdo con la presente Leyy sus reglamentos: .... 1. Estabilidad en el cargo ...". De la norma

citada se desprende, a sensu contrario, no gozan de estabilidad los servidores públicos que no

pertenecen a dicha carrera.

20. La Corte Suprema de Justicia de Panamá en forma reiterada, ha sentado el criterio

jurisprudencial de que en ausencia de Carrera Administrativa los funcionarios públicossonde libre

nombramiento y remoción. LapropiaComisión, enel punto 100de su libelo de demanda (pág. 26)

así lo reconoce, reproduciendo la siguiente cita: "Este no es el caso de los empleados estatales

destituidos, quienes =desde quefue abolido el régimen anterior= ...están sujetos al sistema.. =del

nombramiento discrecional y eldela destitución también discrecional efectuada normalmente por

lapropiaautoridadnominadora. Demodo queactualmente laautoridadcompetenteparadestituir

a un empleado público es, salvoexcepción, la misma que lo nombra=".

21. Endiciembre de 1990 noestabatodavíainstituida enPanamá la Carrera Administrativa.

Esto ha sido confirmado por el peritoDoctor FELICIANO OLMEDO SANJUR, quien manifestó

que"Antes dediciembre de 1990 noexistía laLeydeCarrera Administrativa" (pág. 201 delactade

la audiencia). Fueprecisamente bajoel Gobierno del Presidente Guillermo Endaraque en 1994 se

formalizó por ley 9 de 20 dejunio de 1994 dichacarrera en beneficio de los servidores del Estado.

22. En ningún sistema administrativo el simple inicio de labores en la Administración

Públicaequivale a un ingreso automático a la Carrera Administrativa ni da estabilidad automática

enel cargo. En la legislación comparada se distingue siempre entreempleados públicos vinculados

a la CarreraAdministrativa, que por ese hechogozan de estabilidad; y empleados públicos que no

pertenecen a la Carrera Administrativa, y que por ello son de libre nombramiento y remoción. En

Colombia, por ejemplo, para mencionar un país latinoamericano con el que Panamá comparte

muchas lazos históricos, políticos y culturales, el artículo 26 del decreto 2400 de 1968 dispone

expresamente que"El nombramiento hecho a unapersonaparaocupar unempleo delservicio civil,
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que nopertenezca a una carrera, puedeser declarado insubsistente libremente, por la autoridad

nominadora, sin motivar la providencia". Esta disposici6n fue declarada exequible por la Corte

Constitucional de Colombia en sentencia de 3 de noviembre de 1983. A su vez,el artículo 107del

decreto reglamentario 1950de 1973 señala a la letraque "Encualquier momentopodrádeclararse

insubsistente unnombramiento ordinario oprovisional, sinmotivar laprovidencia de acuerdo con

lafacultaddiscrecional que tiene el gobierno de nombrar y remover libremente sus empleados ".

23. El perito Doctor FELICIANO OLMEDO SANJUR., Catedrático de Derecho

Administrativo de la Universidad de Panamá, ex-Magistrado de la Corte Suprema de Justicia y ex­

Procurador de la Administración, dejó claramente establecido que en Panamá no existe una

estabilidad automática delfuncionario público al iniciar susservicios en laAdministraci6n Pública.

A esterespecto, refiriéndose al artículo 295 de la Constituci6n Política de la República, señaló que

"Bien, la misma norma remite a la ley. Hay, por ejemplo, escritores dederecho administrativo que

señalan que el derecho administrativo es el que da vida a las normas de derecho constitucional.

y la Constitución, en el artículo 300, inciso final, establece que todas esas carreras serán

establecidas y reguladas por la ley; y la ley actual de carrera administrativa, cuando señala los

derechos y deberes de los servidores públicos, precisamente losderechos, no señala el derecho a

laestabilidad de manera general a losservidores públicos. Encambio, cuando a renglón seguido

señala los derechos de los empleados de carrera, delfuncionario de carrera administrativa, les

otorga el derecho a estabilidad. Demanera queahíhayunejemplo delo queesel desarrollo legal

de esa norma constitucional. La Corte, en lajurisprudencia que ha venido emitiendo por varias

décadas en relación condiversas carreras públicas, siempre dijo quecuando estaba vigente la ley

decarrera administrativa olaleydecarrerajudicial, porque noexistían oporque enalguna medida .

habían sido suspendidas, como en efecto ocurrió, los servidores públicos eran de libre

nombramiento y remoción. Hay varios precedentes sobre ello"(pág. 199del actade la audiencia).

24. La decisión de declaratoria de insubsistencia no requiere de motivación. Si en esa

declaratoriaseconsigna elmotivo correspondiente, ellosehaceúnicamente amaneradeexplicación,

perono como sustento del acto. El jurista colombiano DIEGO YOUNES MORENO explicaque
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"la declaratoria de insubsistencia es unamedida instituida en la ley enpro de la administración y

como todos sus actos está amparada por lapresunción de legalidad' (Derecho AdmiJlistrativo

Laboral. Octava edición. Temis. Santafé de Bogotá, 1998. Pág. 344). En este caso, los

funcionarios públicos afectados tuvieron todos la posibilidad de demandar la ilegalidad de las

terminaciones ejercitando la acción contencioso-administrativa ante la Sala Tercera de la Corte

SupremadeJusticiadePanamá, yenlosprocesos entablados poraquellos quesídemandaron, elmás

alto tribunal panameño declaró la legalidad de esas insubsistencias. Estas decisiones de la Corte

Supremapanameña, como yahemos señalado, noestán sujetas arevisión porlaCorteInteramericana

de Derechos Humanos, por no ser éste un tribunal de instancia.

25. Así entonces, si bien en las notas en las cuales las institucionales estatales

correspondientes comunicaron la declaratoria de insubsistencia se sustenta esadecisión en el cargo

de haber participado el empleado público en un paro ilegal, jurídicamente la terminación no

constituye un despido basado en causajustificada, sino en una declaratoria de insubsistencia del

cargo.

VII. EN LO PROCESAL LA LEY 25 SOLAMENTE UNIFORMO EL REGlMEN DE

IMPUGNACION, PARA GARANTIZAR EL ACCESO A UN TRIBUNAL IMPARCIAL.

26. Encuanto al régimen paraimpugnar lasterminaciones derivadas de lasdeclaratorias de

insubsistencia, la Ley 25 de 14 de diciembre de 1990 no hizo más que uniformar el régimen de

impugnación.

27. Delosfuncionarios públicos quefueron cesados porrazóndesuparticipación enelparo

del día Sde diciembre de 1990, debendistinguirse dos grupos distintos, a saber: Un primer grupo

integrado por los empleados del IRHE y del INTEL, que tenían un régimen laboral especial cuyas

normas sustanciales (no las procesales) estabacontenido en la Ley8 de 1975 (que actualmente ya

no seencuentra vigente porhaberdesaparecido ambas instituciones estatales); y un segundo grupo,

compuesto por losfuncionarios públicos al servicio delGobierno Central yde lasotrasinstituciones

estatales, que estaban sujetos a las normas generales en materia administrativa. Paraeste segundo
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.grupo, frente a una declaratoria de terminación del empleo, ya sea por destitución basadaen causa

justificada prevista en la ley o por decisión discrecional de la autoridad nominadora, el sistema

administrativo común contempla la posibilidad de impugnación en la vía administrativa o

gubernativa, mediante la interposición delrecurso dereconsideración, ydelrecurso deapelación ante

el superior, de ser el caso. Conforme a la Constitución Política de Panamáya la Ley 135de 1943

reformada por la Ley33 de 1946~ queconstituyen en esta materia derecho general, una vez agotada

la vía administrativa o gubernativa, puede entonces acudirse a la vía contencioso-administrativa,

mediante demanda o recurso contencioso-administrativa de plena jurisdicción, para pedir la

declaratoria de ilegalidad del actoadministrativo cuestionado y la reparación del derecho subjetivo

quese estimadaconculcado coneseacto. Estolo confirma el peritoHUMBERTO RICORD~ traído

por la Comisión, quien al ser interrogado por la Delegación de Panamá cuál era en 1990 el

procedimiento que tenían para reclamar los servidores públicos del Gobierno Central frente a una

destitución, expresó"Seguían el procedimiento administrativo corriente" (pág. 98). Al pedírsele

que explicara si ese procedimiento consistía en el recurso de reconsideración respondió

afirmativamente diciendo "Antelamisma instancia..." (pág. 99). Al preguntársele tambiénal perito

RICORD si, sobreel mismotemadel procedimiento administrativo corriente, una vez agotados los

mediosde reclamación en lavíaadministrativa, lecabíaaltrabajador impugnante lavía contencioso­

administrativa antela SalaTercerade la CorteSuprema deJusticia, respondió categóricamente "Sin

duda de ninguna clase porqueera típicamente un caso contencioso-administrativo" (pág. 99).

28. En el caso de los empleados del IRHE y del INIEL, como tenían un régimen laboral

especial contenido en la Ley 8 de 1975~ en el caso de una terminación, el régimen procesal de

impugnación consistía en la interposición de una demanda por despido injustificado de la cual

conocíanen primera instancia las Juntas de Conciliación y Decisión, y en grado de apelación, el

Tribunal Superiorde Trabajo. Este régimen procesal no resulta de la Ley 8 de 1975, sino de las

normas generales sobreorganización del Ministerio de Trabajo y Bienestar Socialy organización

de los tribunales laborales. La Ley25 de 14 de diciembre de 1990no hizo más que uniformar el

régimen de impugnación de cesaciones, haciendo aplicables el régimen general antes mencionado



-

-
-

I I . . - " ~I ' · " · · ' l "I ' 'lr · 'I " " tt''' ~''' ''''''' ''._I U_d. '''''' .....__

-

-
....

....

-
-
-
-
....

-
....

....

....

-18-

a los empleados del IRHE y del INTEL. El cambio de régimen procesal no fue retroactivo, como

pretende hacerver la Comisión, sinoque se hizohaciael futuro. Es verdadsabidaque las normas

procesales, al entrar en vigencia, tienen efectos inmediatos. Estaríamos en presencia de una

aplicación retroactiva delnuevo régimen de impugnación contenido en la Ley25de 1990solamente

si el 17 de diciembre de 1990, fecha de entrada en vigencia de dicha ley, se hubiese radicado

efectivamente en lasJuntasdeConciliación yDecisión algunademanda porpartede lostrabajadores

cesados por razónde su participación en el paro del5 de diciembre de 1990. Peroesto no ocurrió.

No hay pruebaen este proceso de que alguno de los 270 querellantes hubiese interpuesto demanda

ante las Juntas de Conciliación y Decisión antes del 17 de diciembre de 1990, y la Comisión ni

siquiera ha hecho una afirmación en tal sentido.

29. Al hacer extensivo a los empleados del IRHE y del INTEL el régimen general de

impugnación de destituciones de que gozaban en aquel momento el resto de los funcionarios del

Estado, la Ley25 de 1990 introdujo uncambio favorable a eseprimer grupo de servidores públicos,

mejorando cualitativamente la tutelajudicial. Esecambio garantizó a losempleados del IRHE ydel

INTEL una verdadera posibilidad de revisión imparcial de las impugnaciones de las declaratorias

de insubsistencia, previniendo la posibilidad de queel Organo Ejecutivo manipulara las decisiones

correspondientes.

30. Justamente, el cambio consistió en dos cosas: Laprimeraen dar a ese primergrupo de

empleados la posibilidad de pedir la reconsideración de sus desvinculaciones directamente al

Director General del IRHE o alGerente General del INTEL, segúnfuerael caso,locualgarantizaba

unrecurso sencillo y rápido. Dehecho, comoyalo testificó el entonces Director General del IRHE,

Ingeniero JORGE DELAGUARDIA en losestrados de estaCorte, como consecuencia delexamen

de los recursos de reconsideración que se le presentaron, de losdestituidos fueron reintegrados 15

funcionarios de esa institución estatal. El segundo elemento introducido porel cambio consistió en

permitir que aquellos funcionarios del IRHE y del INTEL cuyos recursos en la vía administrativa

hubiesen sido negados, pudieran entonces entonces acudir en búsqueda de tutelajudicial a la Sala

Tercera de la CorteSuprema de Justicia, entablando demanda contencioso-administrativa de plena
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jurisdicción para pedir que se declararan ilegales sus desvinculaciones laborales y que en

consecuencia se les reparara el derecho subjetivo queestimasen habérseles conculcados. Y es que,

como lo apuntó con precisión el perito HUMBERTO RICORD, cabía la vía contencioso­

administrativa para impugnar la decisión de desvincular de sus cargos a los empleados públicos

querellantes"porque era típicamente un caso contencioso-administrativo" (pág. 99).

31. Estecambio supone una notoria mejora cualitativa del régimen procesal impugnativo.

Elloesasí,porquelasJuntas deConciliación yDecisión sontribunales queentonces formaban yaún

forman parte de la organización administrativa del Ministerio de Trabajo y Bienestar Social,

organismos híbridos sujetos y dependientes en 10 administrativo al Organo Ejecutivo, pero que

ejercen funciones jurisdiccionales. Como señaló la perito MARUJA BRAVO, ex-Viceministra de

Trabajo y Bienestar Social y ex-Directora de las Juntas (enépocaanterior a la de los eventos quese

discuten) "elpresupuesto conelquesemanejan (lasJuntas) enrealidad noestáincorporado dentro

del Organo Judicial, sino todavía dentro delMinisterio de Trabajo" (pág. 175). Cadauna deestas

juntasestácompuesta por tresmiembros, unodesignado en representación de losempresarios; otro

designado en representación de los trabajadores; y el Coordinador o Presidente, que en la práctica

es el dirimente, un funcionario del Ministerio de Trabajo y Bienestar Social, nombrado y removido

libremente porel Ministro deTrabajo y Bienestar Social, tal como sedesprende delpárrafo final del

artículo 3 de la Ley7 de 25 de febrero de 1975 (por la cual se crearon las Juntasde Conciliación y

Decisión) en el cual, en relación con la formade designaciónde los miembros de esasjuntas, se

señala explícitamente "Los representantes Gubernamentales serán libremente designados por el

Organo Ejecutivo a través delMinisterio de Trabajo y Bienestar Social". Estoloconfirmó laperito

MARUJA BRAVO al decir que "El Coordinador de las Juntas es designado por el Ministro de

Trabajo y Bienestar Social" (pág. 175). La dependencia de dichas juntas del Organo Ejecutivo se

puedeapreciar en los párrafos tercero y cuarto de la Ley 7 de 1975 en los cuales se consigna que el

Ministerio de Trabajo y Bienestar podrámediante resolución determinar la sede de cadajunta y

trasladar periódicamente esa sede, con carácter temporal o permanente, así como disponer

temporalmente queendeterminadas circunscripciones territoriales losasuntos atribuidos a lasJuntas
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seanconocidos por el JuezSeccional respectivo. Queda patente así quelas Juntas de Conciliación

eran, en ese momento, organismos susceptibles de ser influidos por el Organo Ejecutivo. Con el

cambio de régimen impugnativo establecido por la Ley 25 de 1990, conefectos inmediatos (queno

retroactivos), se le dió acceso a los empleados del IRHE y del INTEL cesados en sus cargos que

pudieran seroídosporel másaltotribunal laboral delaNación, queeraentonces yes todavía laSala

Tercera de la CorteSuprema de Justicia.

32. El Presidente GUILLERMO ENDARA, al rendir testimonio en esteproceso, brindó a

estaCorte Interamericana unalúcida explicación sobre elpunto anterior. Alpreguntársele sisehabía

preocupado de que el anteproyecto de ley contemplara la posibilidad de que ante injusticias

(supuesto que en todo caso no está sujeto al conocimiento de esta Corte Interamericana) en las

destituciones sepermitiera a los afectados el acceso judicial para la revisión de sus casos, el

Presidente ENDARA señaló: "Esafue mipreocupación fundamental cuando yo recibí el primer

anteproyecto, eranlasgarantías quese le ibaa dar. Había unaley, ya no existe, la LeyOctava de

mil... la Ley Octava, que le daba a ciertos empleados públicos, los del INTEL, los del IRHEy los

delIRHE nadamás, les daba elderecho de ir a lasJuntas deConciliación y Decisión, peroel resto

delosempleadospúblicos notenían esederecho de ira lasJuntas deConciliación y Decisión. Pero

debo decirle queyo consideraba que eso no era ninguna garantía, ¿porqué?, porque la Junta de

Decisión y Conciliación es un organismo que no espara nadaautónomo, esparte del Ministerio

de Trabajo y el Ministerio de Trabajo influye mucho opodríainfluir mucho sobre lasdecisiones de

la Juntade Conciliación y Decisión porquees unaparte integral del Ministerio que losjefes, los

Presidentes de las Juntas de Conciliación y Decisión son de libre nombramiento y remoción del

Ministro de Trabajo y yo, a través del Ministro de Trabajo, podría tenerla tentación de manejar

esosjuicios en contra de la decisión de los trabajadores y para mí erafundamental de que ellos

pudieran llegar al más alto Tribunal de Justicia de Panamá, preestablecido por muchos añosde

anticipación, que era la Sala Tercera Suprema de Justicia, que en lo laboral es la más alta

autoridad judicial preestablecida, y para mí era fundamental que además de los recursos

administrativospropiosquesondereconsideracián y apelación, se lediera el recurso de casación
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laboralo contencioso-administrativo que tuvieron y queyo me aseguré de que tuvieran en la ley

de, que tuvieran en la Ley 25 comoen efecto lo tuvieron" (pág. 113 del acta de la audiencia).

33. En cambio, en la SalaTercera de la CorteSuprema de Justicia, dada su jerarquía,y el

perfilde los magistrados que la integraban, eraen diciembre de 1990 y en laactualidad siguesiendo

un tribunal cuya imparcialidad e independencia respecto del Organo Ejecutivo no es cuestionada.

Losnuevemagistrados que en 1990 integraban el pleno de la CorteSuprema de Justiciase cuentan

entre los profesores universitarios y abogados más prestigiosos de Panamá, y en todas sus

actuaciones siempre demostraron sumaindependencia. Sólopara citar un ejemplo que constituye

un hecho público y notorio en Panamá, por la gran divulgación que tuvo en los medios de

comunicación nacionales, en 1992 la Asamblea Legislativa de Panamá aprobó un proyecto de ley

declarando puertolibre a la Provincia de Colón, lo cual motivó que el Presidente Endaralo vetara

por ser inconsistente con su política económica; la Asamblea Legislativa entonces aprobó por

insistencia el proyecto de ley, pormayoría calificada. El Presidente Endaraentonces demandó ante

el plenode la CorteSuprema de Justiciala inexequibilidad delproyecto de ley, por estimarque era

inconstitucional al crearfueros y privilegios. A pesarde la enorme importancia queparael Organo

Ejecutivo revestíaeste asunto, el plenode la Corte Suprema de Justicia, actuando comoguardiana

del control de la constitucionalidad, emitió decisión declarando -en contra de la posición del

Presidente Endara- queel proyecto de leyera constitucional, con lo cual éste se convirtió en leyde

la República.

34. LaSalaTercerade la CorteSuprema de Justicia, queejercelajurisdicción contencioso­

administrativa, estoes, quetienea su cargo el control de la legalidad de normas jurídicasy actosde

la Administración Pública, era el tribunal natural para conocer de demandas o impugnaciones de

funcionarios públicos contra actos de entidades estatales por las cuales se desvinculara a esos

funcionarios de sus cargos. Porque una declaratoria de insubsistencia del cargo, tal como lo ha

reconocido elperitoHUMBERTO RICORD"eratípicamente uncasocontencioso-administrativo"

(pág. 99).

35. Adicionalmente, en la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia concurre la
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condición de tribunal decasaci6n laboral, correspondiéndole privativamente el conocimiento de los

recursos de casaci6n laboral, lo cual convierte a dicha sala en el más alto tribunal laboral de la

República. Así lo han confirmado en declaraciones concordantes, el testigo CARLOS LUCAS

LOPEZ, (para esa época Presidente de la Corte Suprema de Justicia) y el perito HUMBERTO

RICORD, experto en Derecho delTrabajo. El ex-Magistrado LOPEZ señaló "La Sala Tercera de

10 Contencioso-administrativo ... también actúa como Corte de Casación Laborar' (pág. 135). El

perito RICORD, por su parte, acotó "Desde el Código de Trabajo que es de 1972 ... la Salade 10

Contencioso actuó como Sala de Casación Laboral. Así es, efectivamente" (pág. 98). De esta

manera, se mantuvo el acceso a un "juez o tribunal" en los términos del artículo 8 de la

Convención, esto es, el acceso a la vía contencioso-administrativa, que es una vía eminentemente

jurisdiccional.

VIII. LA SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EXISTIA ANTES

DEL 5 DE DICIEMBRE DE 1990.

36. La Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, como tribunal contencioso­

administrativo estabadebidamente constituido y existíacomo tal el 5 de diciembre de 1990, fecha

apartirdelacualsedieronlasdesvinculaciones laborales delos270querellantes. Estosignifica que

esa Salaestabaestablecida conanterioridad a las cesaciones aludidas, en la forma requerida por el

artículo 8 de la Convención. En efecto, en el año 1943, mediante la Ley 135 de ese año, se

estableció en Panamá la jurisdicción contencioso-administrativa, creándose el Tribunal de lo

Contencioso-Administrativo; con motivo de una reforma constitucional efectuada en 1956, en ese

año la jurisdicción contencioso-administrativa fue atribuida a la Corte Suprema de Justicia,

créandose con este propósito la SalaTercera. En esto sonconcordes el testigo CARLOS LUCAS

LOPEZ y el perito HUMBERTO RICORD. Alserpreguntado si laSalaTercera de loContencioso­

administrativo de la Corte Suprema existíaantesdel mesde diciembre de 1990, el DoctorLOPEZ

señaló "Efectivamente. La Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo, aunque data de una

reforma constitucional que si mal no recuerdo se dictó en 1956, tiene su antecedente en el viejo
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Tribunal Contencioso Administrativo, quesi malnorecuerdo, esdeunaleyde1943 ... ese Tribunal

pasó a ser la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema, porque conoce

de la legalidad de los actos quese impugnan anteella" (pág. 135). A la misma pregunta, el perito

RICORD respondió diciendo "El recurso contencioso-administrativo ... originalmente fue

competencia deuntribunal especialquesedenominaba Tribunal deloContencioso-administrativo

desde el año 1943. Luego, por cambio dejurisprudencia, fue trasladada estacompetencia a una

Salade la Corte Suprema. Me parece quehay continuidad absoluta y todavía viveesaSalade la

Corte, es continuidad absoluta" (pág. 98).

37. La Constitución Política de la República de Panamá de 1972, en su artículo 203

(conforme a la numeración vigente en diciembre de 1990), establece que "La Corte Suprema de

Justicia tendrá entre susatribuciones constitucionalesy legales, lassiguientes: oo. 2. Lajurtsdicctén

contencioso-administrativa respecto delosactos .oo queejecuten, adopten expidan o enqueincurran

en ejercicio de sus funciones o pretextando ejercerlas, los funcionarios públicos y autoridades

nacionales, provinciales, municipalesy delasentidadespúblicas autónomas o semiautónomas oo. A

talfin, la Corte Suprema deJusticia ...podráanular los actos acusados de ilegalidad; restablecer

el derecho particular violado; estatuir nuevas disposiciones en reemplazo de las impugnadas ...

Podrán acogerse a lajurisdicción contencioso-administrativa laspersonas afectadas por el acto,

resolución, orden o disposición de quese trate ..." Por su parte, el Código Judicial panameño que

entró en vigencia el l" de abril de 1987 (y se encontraba por tanto vigente en diciembre de 1990), en

su Libro Primero sobre "Organización Judicial" dispone en su artículo 73 que "La Corte Suprema

de Justicia tendrá cuatro Salas: la primera de lo Civil; la segunda de lo Penal; la tercera de lo

Contencioso-Administrativo y la cuarta de Negocios Generales"; y en su artículo 98 establece que

"A la Sala Tercera le están atribuidos losprocesos quese originen por actos... de los servidores

públicos, resoluciones, órdenes odisposiciones queejecuten, adopten, expidan o enqueincurran en

ejercicio de sus funciones o pretextando ejercerlas, los funcionarios o autoridades nacionales,

provinciales o municipales y de las entidades públicas autónomas o semiautánomas",
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IX. NO HUBO VIOLACION DEL ARTICULO 8.1 DE LA CONVENCION.

37. Elarticulo 8.1 de laConvención daa todapersona el"derecho aseroída, conlasdebidas

garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e

imparcial, establecido con anterioridad por la ley ... para la determinación de sus derechos y

obligaciones de orden ... laboral ... o de cualquier otro carácter".

38. La normagarantiza el derecho a ser oído por "juez o tribunal". Esto supone que el

marco de la garantia consiste enqueantecualquier alegada conculcación deunderecho decualquier

orden, cualquiera queseael motivo, inclusive un acto arbitrario delEstado, puedael particular tener

acceso a un "juezo tribunal" parapedirtutelajudicial delderecho quecreatenery considere que le

hasidoafectado. El artículo 8 de la Convención consagra "garantías judiciales", como haexplicado

esta Corte al señalar, respecto de dicha norma, que "Este artículo, cuya interpretación ha sido

solicitada expresamente, es denominado por la Convención =Garantías Judiciales», lo cualpuede

inducir a confusián porque en ellano se consagra un medio de esa naturaleza en sentido estricto.

En efecto, el artículo 8 no contiene un recurso judicial propiamente dicho, sino el conjunto de

requisitos quedeben observarseenlasinstancUlsprocesalesparaquepuedahablarse deverdaderas

y propiasgarantiasjudicialessegún laConvención" (Opinión consultiva 9de 1987. Párrafo 27)(el

énfasis es nuestro).

39. En el caso de los270ex-funcionarios públicos sobre que versala presente causa, todos

ellos, sin excepción, tuvieron garantizado -conforme al ordenamiento jurídico panameño vigente

entonces, y también en basea la Ley 25 de 1990- el acceso al másalto tribunal de la República que

es la CorteSuprema de Justicia. Nadadice la norma sobre procesos disciplinarios previos (queen

diciembre de 1990 noexistían enPanamá yquesolamente seestablecieron conla adopción en 1994,

por iniciativa del Gobierno del Presidente Guillermo Endara, de la Leyde Carrera Administrativa

paralos servidores vinculados a esacarrera), ni sobre procesos administrativos (quelosquerellantes

también tuvieron la posibilidad de entablar y de hecho entablaron). A este respecto, esta Corte

Interamericana ha dicho claramente que "Este articulo 8 reconoce el llamado =debido proceso

legal=, que abarca las condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de
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aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajoconsideración judiciaf' y que"El concepto de

debido proceso legalrecogido por el artículo 8 de la Convención debe entenderse como aplicable,

en lo esencial, a todas lasgarantúzs judiciales referidas en la Convención Americana, aúnbajo el

régimen de suspensión regulado por el artículo 27 de la misma" (Opinión consultiva 9 de 1987.

Párrafos 28 y 29) (el énfasis es nuestro).

40. Los 270 servidores públicos cuyos cargos fueron declarados insubsistentes tuvieron la

posibilidad de impugnar en la vía administrativa esas declaratorias de terminación de sus empleos,

entablando losrecursos dereconsideración yenloscasos aplicables eldeapelación. Dehecho, todos

ellos lo hicieron, como los reconocieron los testigos que declararon en la audiencia de fondo.

MANRIQUE MEJIA, unode los afectados, testigo aducido por la Comisión, declaró "Tuvimos que

acudir al recurso de reconstderact án, el cualnofue contestado, fue negado .;" (pág. 65). Por su

parte, LUIS ANTONIO HATISTA, otrode los afectados, también testigo de la Comisión, expresó

"Dada la situación, las únicas instancias que se nos permitió bajo esta ley fue apelar ante la

autoridadquenoshabíadespedido, queeselrecurso dereconsideracián, elcualfue denegado" (pág.

82). A su vez,el Licenciado JOSEMAUAD, a la sazónGerente General del INTEL, quientambién

se presentó como testigo a instancias de la Comisión, al ser preguntado si hubocasosen los cuales

trabajadores afectados con las destituciones presentaron recursos de reconsideración, contestó "Sí,

definitivamente, si" (pág. 27),Yal serinquirido siesosrecursos dereconsideración fueron tramitados

y resueltos por él, respondió "Así es" (pág. 27). Paraabundar, al pedírsele que aclarara si aquellos

trabajadores que no interpusieron recursos de reconsideración tenían la oportunidad de hacerlo,

manifestó "Ciertamente" (pág. 28). Por su parte, el testigo JORGE DE LAGUARDIA, queparala

épocaocupaba elcargo deDirector General delIRHE, al serpreguntado si hubo casos detrabajadores

que hicieron uso del recurso de reconsideración, pidiendo que se revisaran sus casos, respondió

afirmativamente, añadiendo quehubo reintegros, o sea,reconsideraciones resueltas favorablemente

a los cesados. Dijoeste testigo "creo quela cifra de reintegrados, después de lasdestituciones, fue

alrededor de 15. Así que se dieron reintegros posteriores a las destituciones" (pág. 144). Al ser

interpelado sobre si todos losrecursos dereconsideración quesepresentaron porlosafectados fueron

- - - - - - - - - - _- -_ _. _-- - - -
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tramitados, informó "Así es. Esta era unaobligación que teníamos..." (pág. 145). En cuanto a si

aquellos que no hicieron uso del recurso de reconsideración tenían la posibilidad de hacerlo, y de

haberlo hecho hubiese el testigo como Director General del IRHE recibido y dado trámite a esos

recursos, señaló "Es unaobligación nuestra" (pág. 145).

41. Aquellos servidores públicos cesados cuyos recursos de reconsideración fueron

denegados, pudieron acudir, agotada la vía gubernativa, no a cualquier juez o tribunal, sinoal más

altotribunal de laNación, quees laCorte Suprema deJusticia activando lajurisdicción contencioso­

administrativa a cargo de la Sala Tercera, para pedir que los actos por los cuales se declararon

insubsistentes sus cargos fueron declarados ilegales y se les restableciera el derecho subjetivo que

estimasen habérseles lesionado. Esta posibilidad, contemplado en la Constitución Política de la

República y en la Ley 135 de 1943 reformada por la Ley 33 de 1946, no les fue desconocida por la

Ley 25 de 1990. El testigo MANRIQUE MEJIA, uno de los afectados, reconoció que "Tuvimos

entonces que...posteriormenteproceder a lademanda antelaSalaTercera, lacualdeclararon legal

el despido en base a que la Ley 25 era constituctonal" (pág. 65). El testigo LUIS ANTONIO

BATISTA, otrosde los funcionarios cesados, declaró "La otra instancia quese nospermitió fue la

apelación ante lo contencioso administrativo, la cualse sometió la demanda y fue denegada" (pág.

82). Al pedirle la Delegación de la República de Panamá al perito HUMBERTO RICORD que

señalara si una vezagotada la vía gubernativa le cabíaal trabajador impugnante la vía contencioso­

administrativa antela SalaTercera de la Corte Suprema deJusticia, respondió "Sindudade ninguna

clase porqueera típicamente un casocontencioso-administrativo" (pág. 99). La misma Comisión,

en el punto 12 de su libelo de demanda (pág. 4) reconoce tácitamente que los 270 querellantes

tuvieron acceso a la víacontencioso-administrativa parapedirla revisión de sus casos, señalando al

efecto que "el procedimiento de carácter laboral oo. se reemplazó por un reclamo contencioso

administrativo extraordinario totalmente ajeno al ámbito laboral. Adicionalmente, todos sus

reclamos ante la Corte Suprema de Justicia oo. ante su sala contencioso-administrativa fueron

desestimados".

42. Estáprobado, pues,quelosquerellantes tuvieron acceso a seroídos, en la ventilación de
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sus causas, por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, que es el tribunal contencioso­

administrativo y el tribunal de casación laboral de Panamá.

43. Estáprobado quelosquerellantes tuvieron laposibilidad, quemuchos deellosejercitaron,

de entablar demandas ante un tribunal competente, ya que, como lo dijo el perito HUMBERTO

RICORD, la desvinculación de un empleado público de su cargo .. era típicamente un caso

contencioso-administrativo" (pág. 99), Yla Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia tiene la

competencia atribuida por la Constitución y el Código Judicial sobre las causas contencioso­

administrativas, tal como se ha demostrado en el punto 37 supra. En el caso particular de los

trabajadores del IRHE y del INTEL, su condición de funcionarios públicos del Estado Panameño no

ha sido puesta en duda, y la declaratoria de insubsistencia de sus cargos es un típico acto

administrativo laboral. Aúnsi seconsiderara queparalosempleados deestosdosinstituciones cuyos

cargos fueron declarados insubsistentes el juez natural era el laboral, habría que concluir

necesariamente quepermitírseles el acceso a la SalaTercera de la Corte Suprema de Justicia, se les

reconoció elderecho aserescuchados porlostribunales laborales, enrazóndequeesaSalaconstituye

el másalto tribunal de trabajo de la República de Panamá, como ya se ha establecido en el punto35

supra.

44. No es ciertoquelos270querellantes fueron juzgados porel Consejo de Gabinete,como

afirma laComisión conabsoluta faltadefundamento. ElConsejo deGabinete nuncajuzgóaninguna

de esas personas, y no se ha traído a este proceso ni un solo elemento de pruebaque indique que

alguno de ellos fuese sometido a juicio anteel Consejo de Gabinete. Además, comose demuestra

en los puntos 8 a 16 supra, las instituciones estatales a cuyo servicio estaban los querellantes nunca

aplicaron la Ley25 de 1990para los efectos de la desvinculación laboral de esas personas.

45. Estáprobado quelosquerellantes tuvieronlaposibilidad, quemuchos deellosejercieron,

de acudir a un tribunal independiente e imparcial, que es la Sala Tercera de la Corte Suprema de

Justicia, demandando la ilegalidad de sus cesaciones y la reparación del derecho particular que

estimaran habérseles desconocido; tal como sehademostrado en lospuntos 31, 32 Y33 supra. Debe

recordarse que esta Corte Interamericana tiene establecido que la integración de los tribunales y la
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ideología de sus integrantes son losdosfactores másimportantes quedeben tomarse en cuenta para

determinar la dependencia y parcialidad del aparato judicial (Caso Genie Lacayo. Sentencia de 29

de enero de 1997. Serie C No. 30,párrafos 86 y 87). En el caso que nos ocupa, no ha probado la

Comisión que la SalaTercera de la Corte Suprema de Justicia de Panamá o el pleno de ese tribunal

era en 1990 dependiente del Organo Ejecutivo presidido por Guillermo Endara y que no fuese

imparcial, por razón de su integración o de factores ideológicos de sus magistrados.

46. Estáprobado quelosquerellantes tuvieron laposibilidad, quemuchos deellosejercieron, de ser

oídos por un tribunal establecido conanterioridad por la ley. La SalaTercera de la CorteSuprema

de Justicia se encontraba debidamente constituida antes de diciembre de 1990, ya que, en cuanto

tribunal contencioso-administrativo fuecreada en 1956, siendo la continuidad del antiguo Tribunal

de lo Contencioso-Administrativo, y su existencia se encuentra establecida en los artículos 73 y 98

del Código Judicial queentró en vigencia ello de abril de 1987, tal como se ha demostrado en los

puntos 36y 37 supra.

47. Enloqueconcierne alrespeto alprincipio del"debido proceso legal", aquellos servidores

públicos que iniciaron procesos administrativos y posteriormente procesos judiciales (contencioso­

administrativos) paraimpugnar susdesvinculaciones laborales, gozaron, dentro de esosprocesos de

todas las garantías propias de un "debido proceso legal".

48. En cuanto a los procesos administrativos correspondientes a la vía gubernativa, que se

iniciacon la interposición del recurso de reconsideración, el impugnante tiene la oportunidad de

argumentar su casoy de aportar elementos probatorios, si lo tiene a bien, en apoyo de su causa. En

efecto, no solamente pudieron exponer argumentos de hecho y de derecho, sino que tuvieron la

oportunidad deaportar pruebas. Sinolohicieron, esoennadadesvirtúa el hecho cierto dequetenían

esa posibilidad. La aportación de pruebas no es una obligación, sino una carga que el interesado

satisface en su propio interés. Hacerlo o no constituye unadecisión queél hace. En este sentido, la
"

perito MARUJA BRAVO explicó que"De hecho en la víagubernativa, al momento de interponer

un recurso de reconstderacton; sepuede establecer y de hecho se acepta que se adjunten pruebas

para acreditar lo que se señala opara elpor quése solicita la revisión del acto quese cuestiona y,
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en la vía contencioso-administrativa, igualmente, ya lo dije, hay cinco díaspara aducir pruebas

nuevas, las que usteddesee y las establecidas en el Código" (pág. 177del actade la audiencia).

49. Aquellos querellantes cuyos recursos dereconsideraci6n en la víaadministrativa fueron

denegados, tuvieron entonces la posibilidad de acudir a la Sala Tercera de la Corte Suprema de

Justicia para pedir la revisi6n de sus casos, instaurando al efecto un proceso contencioso­

administrativo de plena jurisdicci6n. En estos procesos, según la legislaci6n panameña, el

demandante es oídoefectivamente porel tribunal puesse le permite exponer argumentos tantoenel

libelo dedemanda como en laetapadealegatos, y también selepermite presentar pruebas en laetapa

probatoria. A este efecto, el artículo 57 de la Ley 135 de 1943 (Orgánica de la Jurisdicci6n

Contencioso-administrativa), tal como fue modificado por el artículo 33 de la Ley 33 de 1946,

dispone que"Recibida lademanda enel Tribunaly verificado elreparto, elmagistrado sustanciador

dispondrá, al admitirla, que se dé traslado de ella a la parte demandada; que se abra la causa a

pruebas, por el término de cinco días y quese envíe copia de la demanda alfuncionario quedictó

el acto acusado, para que éste, denro de igual término, explique su conducta, por medio de un

informe". A su vez,el artículo 61 de la Ley 135 de 1943, tal como fuereformado porel articulo 39

de la Ley 33 de 1946, establece que "Informado el Secretario que se ha vencido el término para

aducir pruebas, se ordenará lapráctica de las quese hubieren solicitado, para lo cualse señalará

untérmino quenoserá inferior a diezdías nisuperior a veinte. Este término se contará desde eldia

siguiente al en que quede notificada la providencia que lo señala. II Si las pruebas fuesen

documentales y se agregaren a losautos seconsiderará terminado elperíodofijadopara lapráctica

delaspruebasy seentrará adecidir elmérito delaactuación. lILaspartespuedenpresentar, dentro

deloscinco díassiguientes al términofijadoparapracticar laspruebas, unalegato escrito respecto

del litigio".

50. La existencia de una etapa para presentaci6n y práctica de pruebas en el proceso

contencioso-administrativo panameil.o fueexplicada claramente enlaaudiencia. ElDoctorCARLOS

LUCAS LOPEZ, a la saz6n Presidente de la Corte Suprema de Justicia, manifest6 que

"Efectivamente, la demanda contencioso administrativa deplenajurisdicción ... se abre la causa a

- - - - - - --------_.. _.
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pruebas, creoque es a cinco díaspara quelaspartesanuncien o aduzcan laspruebasque estimen

convenientes, incluyendo nuevas pruebas si a bien lo tienen" (pág. 135). Por su parte, el perito

FELICIANO OLMEDO SANJUR, catedrático de Derecho Administrativo de la Universidad de

Panamá, ex-Magistrado de la Corte Suprema de Justicia y ex-Procurador de la Administración,

explicó que" ... queda viable, entonces, la vía contencioso administrativa, a través del recurso ti

acción deplenajurisdicción. Cuando sepresenta lademanda, enelejercicio deunaacción deplena

jurisdicción, el demandante puedeacompañar .... todas laspruebas queél estime sonpertinentes o

convenientes a susituaciónjurídica ... unavezcontestada lademanda se abreapruebadelproceso,

por untérmino de 5 días, en loscuales laspartes, tanto el Procurador como el recurrente, tienen el

derecho a proponer las pruebas que no habían presentado junto con la demanda o con la

contestación de la demanda. Luego, la ley señala que debe abrirse para, fijarse un término para

práctica depruebaquees de 20 días útiles, y vencido ese término, laspartesalegan dentro de los 5

días útiles siguientes y después pasa a decisión de la Corte" (pág. 200). La perito MARUJA

BRAVO, al referirse al proceso contencioso-administrativo deplenajurisdicción pusodemanifiesto

igualmente que "también se establece un término para aducir pruebas de cinco .días. Con

posterioridad a ello, llegados, finiquitos los cinco días, entonces se le da un término para la

evacuación e laspruebas que hubiesen sido aducidas, que es en diez como mínimo y veinte como

máximo ... también hayun término para alegar" (pág. 177).

51. En relación con el principio del "debidoproceso legal", esta Corte Interamericana ha

indicado queel artículo 8de laConvención"nocontiene unrecursojudicialpropiamente dicho, sino

elconjunto derequisitos quedeben observarse enlasinstanciasprocesalesparaquepuedahablarse

deverdaderasy propiasgarantíasjudiciales según la convención (americana)" (Opinión consultiva

9 de 1987. Párrafo 27). Deestosedesprende queno seprodujo infracción delprincipio del "debido

proceso legal"cuando la Ley25 de 1990, con efectos inmediatos (noretroactivamente comoafirma

laComisión) cambió el régimen procesal deimpugnación paralosempleados delIRHE ydelINTEL,

haciendo extensivos a esos servidores públicos los recursos administrativos y los remedios

contencioso-administrativos dequegozaban enesemomento el restode losempleados públicos. La
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Convención no garantiza un determinado proceso ni un determinado recurso, sino un marco de

garantías judiciales para la ventilación de una causa. Dichode otromodo, los empleados del IRHE

y del INTEL no tenían un "derecho adquirido" a un proceso comúnante las Juntas de Conciliación

y Decisión, y la ley podía perfectamente establecer, como lo hizo hacia el futuro, un proceso

administrativo y unprocesojudicialcontencioso-administrativo paralaventilación de la legalidad de

sus desvinculaciones laborales. En todocaso, comoya se estableció en los puntos 26 a 32 supra, el

cambioque se hizobenefició a esegrupo de servidores públicos, al permitirles el accesoa un tribunal

cuya imparcialidad e independencia era notoria, en contraste con la evidente subordinación de las

Juntas de Conciliación y Decisión al Organo Ejecutivo.

52. En respuesta a interrogante que le formuló el Juez DE ROUX RENGIFO sobre si en

Panamá"existe el concepto de derechos adquiridos aplicables a derechos económicos y sociales" y

si tales derechos ''pueden ser derogados por ley posterior" (pág. 101), el perito HUMBERTO

RICORD, presentado comotal por la Comisión, señaló que en tanto los derechos consignados en la

Constitución son irrenunciables, aquellos contenidas en la ley sí son modificables, expresando al

efectoque"Generalmente lasConstituciones tienen, lasConstituciones delSiglo 20, tienen todauna

serie dedisposiciones sobre el trabajo, empleadosparticulares, empleadospúblicos, etc., enunramo

y en el otro. Ypor tratarse de derechos consignados en la Constitución, nosólo son irrenunciables

personalmente, sinoquetampoco soninmodificables por la ley, porque la leyseríainconstitucional

si hace eliminación deunderecho reconocido enla Constitución. Si están enla leyya esoesdistinto

y yo sí creoporque generalmente las leyesa veces despojan a lostrabajadores deciertos derechos,

losmodifican a cambio de losmejores y otros superiores, etc. ... Pero en derechos queson materia

deleysíhahabidoy hayfrecuentes modificaciones, reformasy desconocimientos deciertos derechos

reemplazados por otros, desde luego" (pág. 102).

53. La Comisión, en los puntos 115 y 117de su demanda (pág. 30) alude, a propósito del

artículo 8.1 de la Convención, a "garantías judiciales mínimas" que la República de Panamá

supuestamente no observó en el caso que se discute en este proceso. A este respecto, resulta

pertinente recordar que la situación de los querellantes constituye, comobien lo puntualizó el perito



,...

,...

-
,....

,...

....

,...

,..

,...

-

1 ¡ .., ' , ', ,. ,. , t" "'1. ' ~ "" ! '''''H",_~..__... '.....I .....__

000681

-32-

HUMBERTO RICORD, "un típico caso contencioso-administrativo" o si se aceptara la tesisde la

Comisión uncasolaboral, y queestaCorte Interamericana yaha sentado el criterio de quesolamente

se consignan garantías mínimas en el artículo 8.2 y esto exclusivamente en materia penal. Así, ha

dicho que: "En materias que conciernen con la determinación de los derechos y obligaciones de

orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter el artículo 8(1) no especifica garanüas

mínimas, como lo hace en el numeral 2 al referirse a materias penales" (Opinión consultiva OC­

11190 de 10de agosto de 1990, Ser.A No. 11, párrafo 28).

X. NO HUBO VIOLACION DEL ARTICULO 8.2 DE LA CONVENCION.

54. La Comisión, acudiendo a una interpretación extrapolada del artículo 8.2 de la

Convención, argumenta queelEstado Panameño violó lagarantíapenal delapresunción deinocencia

al despedir a los querellantes.

55. Lasdesvinculaciones laborales de los 270 ex-funcionarios públicos representados por

la Comisión son, como señalamos, un típicoasunto contencioso-administrativo o en opinión de la

mismaComisión unacuestión laboral. Esasdesvinculaciones noconstituyen materiapenal, noestán

reguladas por la leypenal, yéstanoesaplicable a esasituación. Unameralectura desutextopermite

concluir que el verdadero sentido y alcance del artículo 8.2 es el de establecer la presunción de

inocencia como unagarantíapenal, como bienlohasefialado estaCorte InteramericanaensuOpinión

consultiva OC-11l90 de 10de agosto de 1990 citadaen el punto 53supra. Efectivamente, lanorma

aludida establece, a la letra, que"Todapersona inculpada dedelito tiene derecho a quesepresuma

su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad" (El énfasis es nuestro).

56. El actoadministrativo porelcualsedesvincula a unempleado público de su cargo, yasea

mediante declaratoria de insubsistencia, por causa disciplinaria, causa económica, causafortuita, u

otra razón cualquiera, no constituye una cuestión penal a la cual pueda aplicarse el principio de

presunción de inocencia. Cuando el numeral 2 del artículo 8 de la Convención da la titularidad de

esta garantía a la persona "inculpada de delito" se subentiende que es la inculpada por la autoridad

penal competente, queen Panamá es solamente el Ministerio Público. Justamente, el artículo 217de
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la Constitución Política de Panamá (en la numeración vigente en 1990) establece que "Son

atribuciones del Ministerio Público: ... 4. Perseguir losdelitos ...". NielDirector General delIRHE

nielGerente General delINTEL persiguen delitos enPanamá, nihayunasolapruebaenelexpediente

de que lo hayan hecho en este caso.

XI. NO HUBO VIOLACION DEL ARTICULO 25 DE LA CONVENCION.

57. No encuentra ningún sostén en el tenor literal o en el sentido del artículo 25 de la

Convención el cargo que la Comisión formula contra el Estado Panameño en el sentido de que el

recurso judicial contencioso-administrativo al cual tuvieron acceso los 270 querellantes resultó

ineficaz porel hecho de quetodos fueron fallados desfavorablemente porla SalaTercera de la Corte

Suprema de Justicia.

58. El errorconceptual en el cualcae la Comisión es el de equiparar la eficacia del recurso

conunfallo favorable al recurrente. Estosedesprende delpunto 165 dellibelo dedemanda (pág. 45),

en el cual la Comisión afirma que"Elrecurso judicialcontencioso-administrativofue abiertamente

ineficaz, pues al no reconocer la existencia de la violación de los derechos convencionales,

constitucionales y legales, nofue apto para amparar a los trabajadores en su derecho afectado ni

paraproveerles unareparación adecuada".

59. En cuanto a la relación entre la efectividad de un recurso judicial y el contenido de la

decisión, estaCorte Interamericana, en lúcida decisión, aclaró que"El mero hecho dequeunrecurso

interno noproduzca unresultado favorable al reclamante nodemuestra, por sí solo, la inexistencia

o agotamiento de todos losrecursos internos eficaces ..." (Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de

29 dejulio de 1988).

60. La eficacia de un recurso judicial, en la forma en que lo consagra el articulo 25 de la

Convención, nopuedeequiparse a sentencia favorable. Estagarantía judicial no dicequela eficacia

delrecurso eselderecho aunadecisión favorable, sino quequieninterpone unmedio de impugnación

tiene derecho a que se le tramite y se desate la controversia emitiendo una decisión de fondo o de

mérito, más nada. Nadaen la letra del artículo 25 de la Convención permite concluir que recurso

eficaz es el recurso resuelto favorablemente. La interpretación correcta, la únicainterpretación que
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cabe razonablemente, es que por recurso eficaz debe entenderse un recurso al cual se le imprime

trámite y se decide, siempre y cuando no medien vicios procesales.

61. La idoneidad y consiguiente eficacia del recurso dereconsideración quelosquerellantes

ejercieron en la vía administrativa quedó demostrada porel hecho de quetanto en el IRHE comoen

el INTEL, un ciertonúmero de los trabajadores cesados fueron reintegrados en sus cargos, luego de

quelosdirectores generales deesasinstituciones resolvieran favorablemente losrecursos interpuestos,

tal como se expone en el punto 40 supra.

62. Deotrolado, la idoneidad yconsiguiente eficacia delaacción contencioso-administrativa

deplenajurisdicción ejercidaporlosquerellantes ante laSalaTercera delaCorteSuprema deJusticia

resulta de la independencia e imparcialidad deeseórgano jurisdiccional, conforme al estándar fijado

por esteCorteInteramericana, tal como se dejacomprobado en los puntos 31, 32, 33 Y45 supra.

63. La Comisión tampoco ha aportado a esteproceso una solaprueba de que al atender las

demandas contencioso-administrativas en cuestión, se hubiere producido un cuadro de denegación

dejusticia.

XII. NO HUBO VIOLACION DEL ARTICULO 9 DE LA CONVENCION.

64. La esencia del principio de legalidad consiste en que ninguna persona puede ser

condenada por un hecho que en el momento de realizarlo esté tipificado como delito por una ley

formal, y en tal sentido, es unagarantía eminentemente penal.

65. La Ley 25 de 1990 no tipificó ningún delito. Nadahayen su textoque lo dé a entender

locontrario. Noesobjeto deesteproceso determinar si los270querellantes cometieron o noeldelito

de sedición, rebelión o motíno el delito de derrocamiento del gobierno, conforme a la legislación

penal vigente el 5 de diciembre de 1990.

66. El Estado Panameño no aplicó la Ley 25 de 1990 para desvincular laboralmente a los

querellantes, como ya se ha demostrado en los puntos 8 a 16 supra. No hubo por ello aplicación

retroactiva de esa leyparalos efectos de esasdesvinculaciones.

67. Tampoco hubo aplicación retroactiva delrégimen procesal de impugnación contenido en

la Ley25 de 1990. Como ya se ha expuesto en el punto 27 supra, para los servidores públicos que
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prestaban serviciopara el Gobierno Central o instituciones estatalesdistintas al IRHEy al INTEL,

la ley no supuso cambio alguno en cuanto a los recursos de que disponfan para impugnar una

terminación laboral. En cuanto a los empleados del IRHEy del INTEL, el cambio de régimen de

recursos no fue retroactivo, sino que se hizo con efectos inmediatos, hacia el futuro, como ya se

estableció en el punto 28 supra.

XIII. NO HUBO VIOLACION DEL ARTICULO 10 DE LA CONVENCION.

68. La República de Panamá no ha violado los derechos humanos de las 270 personas

representadas por la Comisión, y de esto se sigue que no hay lugara una indemnización, ya que el

deberde repararno es autónomo. En otras palabras, este deber no nace antes de haber nacido. La

condición necesaria para que surja una obligación de esta naturaleza a cargo del Estado es que

previamente se haya emitido una sentencia por parte ·de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos declarando que incurrió efectivamente en violación de alguno de los derechos

fundamentales tutelados por la Convención. No es posible, por tanto,considerar apriori, queexista

una obligación de indemnizar para el Estado.

69. Es principio general de derecho que, cuando el sentido una normajurídica es claro, no

puede desatenderse su tenor literal so pretexto de consultar su espíritu. El supuesto de hecho

contemplado enel artículo 10de la Convención esqueunapersona hayasidocondenada en sentencia

firme debido a errorjudicial, caso en el cual, el Estadoquedaobligado a resarcirlo. A su vez, este

error no se presume ni basta la mera alegación del supuesto afectado, sino que es menesterque se

hayaotro pronunciamiento judicial ejecutoriado que reconozca la existencia del errorque generala

obligación de indemnizar.

70. De otro lado, conforme al criterio fijado por esta Corte Interamericana en los Casos

Velásquez Rodríguez y Godínez Cruz, la obligación de reparardebeestar en directarelacióncon la

demostración de una completainhibición de los mecanismos que tieneel Estadopara investigar las

violaciones de losderechos humanos y sancionar a losresponsables, situación quenosedióenel caso

sub-judice.
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XIV. NO HUBO VIOLACION DEL ARTICULO 15DE LA CONVENCION.

71. Esabsolutamente falso quelos270reclamantes hayan sidodestituidos de suscargos por

haberparticipado en la marcha del4 de diciembre de 1990, y queporendese hubiese conculcado el

derecho de reunión de losmanifestantes, como afirma -sinfundamento- la Comisión enel punto 183

de su demanda (pág. 50).

72. En ninguna de las notas en que se comunica a los afectados la terminación laboral se

menciona siquiera la participación en la marcha aludida (Anexo 4 de lademanda). El motivo que se

consigna en esas comunicaciones es que el empleado participó en un paro ilegal, esto es, el paro

colectivo de labores que de forma concertada se dió el día 5 de diciembre de 1990 en diversas

instituciones estatales, incluyendo las que prestaban servicios públicos esenciales. El testigo

MANRlQUE MEJIA, uno de los destituidos, al ser preguntado por la Asistente de la Comisión,

señora Krsticevic, qué motivos habíaesgrimido el Estado paradespedir a los querellantes, contestó

claramente "De haberparticipado en elparo ilegal del día 5 de diciembre" (pág. 63).

73. ElGobierno Panameño noimpidió enforma algunaquelamarchapreviamenteanunciada

se llevara a cabo, y la mismaefectivamente tuvo lugar, sin percance alguno. De esto dió fe en la

audiencia el testigo MANRlQUE MEJIA, uno de los dirigentes que organizó esa marcha, en los

siguientes términos: "Sí, la marcha fue completamente pacífica, lo natural, las consignas de los

dirigentes obrerosy delmovimientopopulary continuópacíficamente, sinningún incidente deningún

tipo. Es más, fuimos escoltados por miembros del tránsito de la Policía Nacional" (pág. 60 del acta

de la audiencia).

74. Conforme a las estimaciones de sus organizadores, en la marcha participaron

supuestamente 70,000 funcionarios públicos. Sin embargo, como el mismo MANRlQUE MEJIA

señaló, el totalde los empleados estatales despedidos fue de640(pág. 62del acta), lo cualdemuestra

queladesvinculacióndelos270reclamantes notuvocomo causa suparticipaciónenlamanifestación

realizada el día 4 de diciembre. Si la razónde lasdesvinculaciones hubiese sidola participación en

la marcha el número de cesados hubiere sido mucho mayor.
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XV. NO HUBO VIOLACION DEL ARTICULO 16 DE LA CONVENCION.

75. No hayuna solapruebaen los autosde esteproceso de la cual se desprenda que los 270

querellantes fueron cesados ensuscargos porrazóndepertenecer aalguna organización sindical. Las

notasde desvinculación nadadicenen este sentido.

76. El derecho de asociación tutelado en el artículo 16de la Convención tienedosvertientes,

a saber, el derecho todo individuo a ingresar a un organismo (libertad activa) y en sentido contrario,

el derecho a no ser obligado a formar parte de un organismo (libertad pasiva). En este caso, no se

hademostrado queelGobierno Panameño hayaforzado opretendido forzara losempleados del IRHE

y del INTEL reclamantes a desafiliarse del Sindicato de Trabajadores del IRHE o del Sindicato de

Trabajadores del INTEL, segúnfuere el caso.

77. El derecho de huelga no forma parte del derecho de asociación. Conceptual y

jurídicamente son dos figuras que, aunque vinculadas en alguna forma, son distintas y tiene

finalidades distintas. Peroaún,asumiendo en vía de discusión, que el derecho a huelgasí integrase

el derecho de asociación -lo cual no es cierto-, en el presente caso,debetenerse presente queel paro

colectivo llevado a caboel 5 de diciembre de 1990 y en el cual participaron los querellantes, no fue

unahuelga tal comola tutelael Derecho Panameño, sinolo queen la doctrina se conoce como"paro

salvaje" o "paro militante" (queen Panamá algunos denominan también "huelga inexistente"), el

cual se realizaal margen de la ley.

78. Lahuelga -talcomola tutelanla Constitución Políticay las leyes de Panamá- consiste en

una medidade fuerzao de presión que un grupo de trabajadores tieneel derecho de realizar, como

últimainstancia, anteel fracaso deunproceso de negociación formal debuenafe, proceso en cualse

laspartesestánobligadas a observar plazos estrictos, permitiendo la intervención de mediadores del

Ministerio de Trabajo y Bienestar Social, con obligaciones muyconcretas, en el casode las huelgas

en losservicios públicos laobligación de dar avisoporescrito a laautoridad conseñalamiento de los

turnos paragarantizar que no se interrumpa totalmente el servicio. Lahuelga, en cuanto derecho de

los trabajadores, solamente puede ser decretado por éstos mediante votación en asamblea general.

En relación conlashuelgas en el IRHE y el INTEL, la Ley8 de 1975 disponía en su artículo 141 que



-
,..

,..

,..

-
,..

,..

-
,..

-
-
-
-

0'00687

-38-

"La huelga se regirá por lo quedispone el Código de Trabajo, en todo lo queno seacontrario a la

letrao alespirttu de lapresente Ley".

Asuvez,losartículos 480,485, 486Y487Y489delCódigo deTrabajo disponen losiguiente:

"Artículo 480: La huelga deberá tener alguno de lossiguientes objetivos:

1. Obtener del empleador mejores condiciones de trabajo;

2. Obtener la celebración de unaconvención colectiva de trabajo;

3. Exigir el cumplimiento de laconvención colectiva detrabajo, delarreglo directo o del laudo

arbitral, enlas empresas, negocios oestablecimientos donde hubiere sidoviolado, y sifuere

preciso, la reparación del incumplimiento;

4. Obtener el cumplimiento de disposiciones legales violadas en/arma general y reiterada en

toda opartedela empresa, negocio o establecimiento donde hubiere sidoviolado, y si, fuere

preciso, la reparación del incumplimiento;

5. Apoyar una huelga que tenga por objetivo alguno o algunos de los mencionados en los

ordinales anteriores, en los términos de losartículos 483 y 484.

. Se entiende que la huelga se declara por motivo de losobjetivos contenidos en el Pliego de

Peticiones. ..

"Artículo 485. - Lostrabajadores de las empresas quese mencionan en el artículo siguiente- podrán hacer uso del derecho de huelga, sujetándose a los mismos requisitos señalados para la

huelga de los demás trabajadores, y a las disposiciones de este Capitulo."
,..

-
-

"Artículo 486:Paralos efectos del artículo anterior se entiende por servicios públicos los

de comunicaciones y transportes, los de gas, los de luzy energia eléctrica, los de limpia y los de

aprovisionamiento y distribución deaguas destinadas alservicio de laspoblaciones, lossanitarios,

losdehospitales, losdecementerios y losdealimentación cuando serefieran a articulas deprimera

necesidad, siempre que en este último caso se afecte alguna rama completa del servicio."
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"Artículo 487: Lacomunicación deladeclaratoria dehuelga debe hacersepor lo menos con

ocho dios calendarios deanticipación, y loshuelguistas deberán comunicara laDirección Regional

o General de Trabajo cuáles sonlosturnos deurgencia en loscentros afectadospor la huelga, para

que éstos no se paralicen enforma total. Dichos turnos sefijarán entre el veinte y el treinta por

ciento del totalde trabajadores de la empresa, establecimiento o negocios de quese trate, o en los

casos dehuelga gremial, delostrabajadores dela mismaprofesión uoficio dentro decadaempresa,

establecimiento o negocio.

La Dirección Regional o General de Trabajo podrá elevar hasta el treinta por ciento el

número detrabajadores queservirán losturnos dequetrata estearticulo, cuando estime insuficiente

elporcentaje inferior acordado por los huelguistas. "

"Artículo 489: Cuando se trate de unsindicato de trabajadores, la huelga debe declararse

por la Asamblea General. Si quienes la declaran no son trabajadores organizados, la decisión se

tomará por mayoría de votos de los interesados. "

79. En Panamá todos los servidores públicos, los empresarios y trabajadores conocen

perfectamente la diferencia entreuna huelga quemerece la tutela constitucional y legaldel Estado Y

quecomotal constituye underecho fundamental, porunaparte, y poda otra,el "parosalvaje"o"paro

militante" que es una suspensión que se realiza conpropósitos completamente distintos y fueradel

caucequeel ordenamientojurídicofacilita parael ejercicio delderecho dehuelga. Losorganizadores

delparodel 5 de diciembre de 1990 estaban muyconscientes deestadiferencia Así sedesprende de

la declaración testimonial de MANRIQUE MEllA, uno de los dirigentes del IRHEque organizó el

paro del 5 de diciembre de 1990. A este testigo se le preguntó si para el paro programado para ese

día en el IRHEse habíadado alMinisterio de Trabajo y Bienestar Social la comunicación con ocho

días de anticipación correspondiente a las huelgas en servicios públicos. La respuesta de

MANRIQUE fue"Acuérdense quenosotros sabemos quecuándo hayuntrámite dehuelga o unparo

militante eneláreade trabajo. No erauna huelga, cuandoes una¡'uelga entoncesse llenantodos

los trámites en el Ministerio de Trabajo" (pág. 75 del acta de la audiencia).



--

-
-

-
-
-
-
-
-

-

-
-
-

, !

eOOG tO

-40-

80. El llamado "paro salvaje", por estar al margen de la legalidad, en cuanto comporta un

abandono o cesaciónde labores porpartedel trabajador, constituye unacausajustificadade despido.

Así lo ha explicado la peritoMARUJA BRAVO, experta en Derecho del Trabajo yex-Viceministra

de Trabajo y Bienestar Social de Panamá (en época distinta a la de la ocurrencia de los eventos

discutidos), quien señaló lo siguiente: "Aclaro y reitero también que en realidadparo comotal no

está regulado ¿no?, parto de ese hecho primero. Segundo, si nos vamos a lo que significael paro

militante o como quiera llamárselo ¿verdad? Que incluye incluso la situación de la suspensión

injustificada, intempestiva, inclusiveforzada deltrabajo quehaceafuera o dentro, dentro yfuera del

centro de trabajo, entonces tendríamos queseñalar que, de acuerdo a nuestralegislación laboralsi

tendría, definitivamente sí tendría sustento a efectos de producir la terminación de la relación de

trabajo por despido, en estecasopor voluntad unilateral delempleador, si 10 vemospor un ladoen

función de que es unaprohibición establecida que los trabajadores suspendan intempestivamente

la realización de sus labores, ya sea el abandono; es decir, la salida intempestiva del trabajador

fuera de la empresa o incluso, sencillamente estando en la empresa se detiene de labora ¿verdad?,

incumpliendo el contrato detrabajo, el contenido delcontrato de trabajo que10 primeroque implica

es laprestaciónde un servicio concreto. Entonces, partiendo del hecho que hay unaprohibición y

si vemoslas causales de despido justificadas ¿verdad? causales disciplinarias quese establecen en

el Código de Trabajo en elartículo 213acápite a, de igualmanerapodríaseñalarqueefectivamente

claroquesí,primeroporquees unadesobediencia a la orden o instrucción dadadel empleador, que

puede habersido dada en un momento donde exige que cumpla con el servicio pactado, de realizar

el trabajo convenido ¿verdad?personalmente y por el otropodríamos señalar también que, además

de ser unadesobediencia de órdenes, significa el abandono injustificado de sus labores ¿verdad? o

la negativa reiterada a realizar el trabajo contratado o el servicio que quiere prestar. Desde ese

punto de vistapor supuesto quepodrá dar lugaral despido justificado"(págs. 179y 180). En todo

caso, el objeto del presente proceso no es determinar el mérito de las desvinculaciones de los 270

querellantes, esto es, si esas cesaciones laborales fueron o nojustificadas.

81. La explicación brindadapor la Doctora BRAVO deja en claroque el paro realizado el
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día 5 de diciembre de 1990en el IRHE, el INTEL, el IDAAN y otras instituciones estatales, no se

calificajurídicamente como una ausencia de un día, como se ha insinuado. La ley panameña no da

lugara semejante interpretación. La verdad de haberse planeado y realizado, al margen de la ley,

en instituciones tan sensitivas como la empresa degeneración, transmisión y distribución de energía

eléctrica (lRHE), la empresa de telecomunicaciones (INTEL), Yla empresa de suministro de agua

potable yalcantarillado sanitario (IDAAN) unparocolectivo delabores que,porotraparte,habíasido

expresay públicamente prohibido por el Gobierno Nacional, no puede tomarse como una ausencia

injustificada deundíaal trabajo. Talartificio equivaldría a pretender tapar el solconlamano. A este

respecto es pertinente traera colación layacélebre situación ocurrida en 1999 en losEstados Unidos

deAmérica, cuando habiendo unjuezfederal emitido un injunction suspendiendo temporalmente una

huelgaprogramada por la Unión de Pilotos de American Airlines y que en su lugar continuaran

negociando, en una acción evidentemente concertada, 3,000 pilotos no sepresentaron a laborar en la

fecha correspondiente a la huelga, reportándose enfermos. En este caso, el tribunal desechó el

artificio de la enfermedad e impuso unamultaa la Unión porhaberincurrido en contempt 01court.

XVI. NO HUBO VIOLACION DE LOS ARTICULOS 33 y 50(2) DE LA CONVENCION

82. En su escrito de demanda, la Comisión solicito que se "declare que con base en el

principio pacta sunt servanda, que el Estado de Panama ha violado los artículos 33 y 50(2) de la

Convención al incumplir las recomendaciones formuladas por la Comisión en su informe 37/97".

83. En relación conestepunto es necesario recordar enprimera instancia queestaHonorable

CORTE:" ENVARIAS SENTENCIAS Y OPINIONES CONSULTIVAS, HAINTERPRETADa

LOS ARTÍCULOS 50 Y 51 DELACONVENCIÓN ENELSENTIDO DEQUEELPRIMERO DE

ELLOS DISPONE LAELABORACIÓN DEUNINFORME PRELIMINAR QUESETRANSMITE

AL ESTADO PARAQUEADOPTE LAS PROPOSICIONES Y RECOMENDACIONES DE LA

CONVENCIÓN Y EL SEGUNDO DISPONE QUE SI EN EL PLAZO DE TRES MESES EL

ASUNTO NO HA SIDO SOLUCIONADO O SOMETIDO A LA DECISIÓN DE LA CORTE, SE

ELABORARÁ UN INFORME DEFINITIVO..II Así las cosas, es procedente manifestar que las

--- -------- - -
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recomendaciones de cumplimiento obligatorio a que se refiere la Comisión son aquellas que se

relacionan con el segundo informe o informe definitivo que emite la Comisión de conformidad con

loestablecido enel articulo 51 de laConvención y no lasquese relacionan conel informe preliminar

a que se refiere el artículo 50 de estecuerpo legal. Nótese al respecto queesta a sido la intepretación

que al respecto ha dado la jurisprudencia de la CORTE la cual expresamente en el Caso Loaiza

Tamayo ....concluyo:".... ENRELACIÓN CON ESTE PUNTO LACORTE CONCLUYE QUELA

VIOLACIÓN O NO DELARTíCULO 51.2DE LA CONVENCIÓN NO PUEDE PLANTEARSE

EN UN CASOQUE, COMO EL PRESENTE, HA SIDO SOMETIDO A CONSIDERACIÓN DE

LACORTE, PORCUANTO NO EXISTE ELINFORME SEÑALADO ENDICHO ARTíCULO"­

(C.I.D.H., CasoLoayza Tamayo, Sentencia de 17de septiembre de 1997, SerieC No. 33, párrs, 78­

82)-,Al respecto deseamos resaltar que en el casocontrala República de Panamáel informe citado

nuncase elaborópor cuanto este caso fue sometido a la consideración de la CORTE.

84. Por otro lado en relación con la supuesta violación del articulo 33 de la Convención

Americana, debemos manifestar queel mismo serefiere a lacompetenciaquetienela Comisión para

conocer asuntosrelacionados con el cumplimiento de la Convención los que no tienenrelación con

lasobligaciones del Estado en conexión conla Convención, razónpor la cual tal imputacion debería

serrechazada, taly comofuerechazada porestaHonorable CORTE en losCasosCaballero Delgado

y SantanayGenyLacayo,una imputaciónhechaporlaCOMISION, quenoteníaninguna relación con

las obligaciones que tienen los estados con la CONVENCION.-(C.I.D.H. Caso Caballero Delgado

y Santanª, Sentencia del 8 de diciembre de 1995, Serie C No. 22, párr. 67.C.I.D.H., Caso Genie

Lacayo, Sentencia del 29 de enerode 1997, SerieC No. 30, párr. 93.)-

85. Es por estas razones que no procede imputarle a la República de Panamála violaciones

de los articulas 33 y 50(2) aludidas y respetuosamente solicitamos a la CORTE el rechazo de las

mismas.

XVII. EL PROTOCOLO DE SAN SALVADOR NO PUEDE APLICARSE

RETROACTIVAMENTE.

86. La Comisión Interamericana, durante la etapade alegatos de la audiencia de fondo, trajo
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a discusión un elemento que,a pesarde no estar incluido en el petitumde la demanda, fueobjetode

un debateamplio.

87. La Comisión señaló, en relación al Protocolo de San Salvador, que"no obstante estéen

vigor un tratado, los países que firmaron no pueden imponer reglas que estén en su contra. El

artículo primerodel Protocolo de SanSalvador, establece que lasmedidas adoptadas por losEstados

debenlograrprogresivamente y de conformidad con la legislación internala plenaefectividad de los

derechos que se reconocen en el presente protocolo. Quiere decir que los Estadosestánprohibidos

de dictarnormas querepresenten unretroceso en lasconquistas de lostrabajadores." (pag. 216). Con

esto la Comisiónpretendeagregar un hechonuevoa la demanda, la violación de los artículos 1y 8

del Protocolo de San Salvador

88. A continuación la Comisión fundamentó la inclusión de este nuevo elemento en el

contenido de los artículos 18y 27 de la Convención de Viena sobreDerecho de los Tratados

89. Sobre este particular, nos permitimos ratificar lo expresado por el Agente Alterno del

Estado en la audienciadeenero, quienfrente al alegato dela Comisión manifestó la sorpresaquepara

la Delegación de Panamá suponía que, precisamente en una causa en que la Comisión reclama

condena contra el Estado panameño por la supuesta aplicación retroactiva de una norma, sea la

Comisión la que pida a la Corte la aplicación retroactiva del Protocolo de San Salvador.

90. Resulta que la Comisión pretende aplicara este caso las normas de este Protocolo, que

al momento de la promulgación de la Ley 25 no había entrado en vigor, y ni siquiera había sido

ratificado porPanamá. Tal comoesdelconocimiento delaHonorable Corte, este instrumento recién

entró en vigor en noviembre de 1999.

91. Independientemente de las consideraciones de fondo que quepahacer a este alegato y a

su fundamento, solo por la importancia que reviste para el sistema.ofrecerel grado de seguridad

jurídica que permita su fortalecimiento, hacemos referencia al fallo de excepciones preliminares

dictado por la Honorable Corte el3 de febrero de 1993, en el casoCayara, cuandomanifiesta que"La

Corte debe guardar un justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, fm últimodel

sistemay la seguridad jurídica y equidad procesal que aseguran la estabilidad y la confiabilidad de
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la tutela internacional"

92. Tal como señaló en su momento el Agente del Estado, el artículo 28 de la misma

Convención de Viena establece la irretroactividad de los tratados, cuando señala que las

disposiciones de un tratado no obligarána unaparte respecto de ningúnacto o hechoque hayatenido

lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado.

93. El artículo24 de la Convención de Vienaestableceplenamente en forma clara y concisa

cual es el momento en que entra en vigenciaun tratado. Malharíamosen reconocervigenciade las

obligaciones establecidasen el Protocolo de San Salvadorpara la Repúblicade Panamá,en relación

a hechos ocurridosen 1990,por cuantose'estaríaviolentando en forma claray precisael contenido

del artículo 24 de la Convenciónde Viena sobre el Derechode los Tratados.

XVIII. RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL ATRIBUIDA A LA REPUBLICA DE

PANAMA POR LA VlOLACION DE LAS NORMAS DE LA CONVENCION.

94. Tal Ycomo reconoce la reiteradajurisprudenciade la Honorable CORTE, a efectos de

determinarla responsabilidad internacional de los estadosse debe procederen primera instancia a

:"...UN EXAMEN SOBRELASCONDICIONES ENLASCUALES UN DETERMINADO ACTO,

QUE LESIONE ALGUNO DE LOS DERECHOS RECONOCIDOS EN LA CONVENCIÓN,

PUEDESERATRIBUIDO A UNESTADO PARTEY COMPROMETER, EN CONSECUENCIA,

SU RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL.C.LD.H., Caso VelásguezRodríllUez, Sentenciade

29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párrs. 159-160.Corte LD.H., Caso Godínez Cruz, Sentenciadel

20 de enero de 1989, Serie C No. 5, párrs, 168-169

95. En relacióncon loanterior, enprimerainstancia debemos de manifestarque la República

de Panamá, desde el mes de mayo del año de 1990, recién iniciado el período gubernamental del

Presidente Endara, dio una serie de pasos significativos para reconocery consolidar el estado de

derecho y las instituciones democráticas en Panamá; asumiendo una serie de compromisos

internacionales en materia de derechos humanos, que se inician en ese año, cuando el Presidente

Endara reconoce la Juridicción obligatoria de esta Honorable CORTE; cambios que fueron

- - - - - - '-_.. .- -- ..
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reconocidos por la propiaCOMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS en su

Informe Anualdel afio 1990-1991, Yqueteníancorno metafundamental el mejorar la vigencia de los

derechos humanos en Panamá, luego de la finalización de un traumático periodo que culminó con

la instauración del gobierno democrático del Presidente Endara.

96. Al respecto es necesario resaltar el punto de que la República de Panamáaunque no

estabaobligada a indemnizar a lostrabajadores cuyo nombramiento sedeclaró insubsistente enel afio

de 1990,en un acto de buenafe y voluntad, reintegró e indemnizó a un importante grupo de estos

trabajadores. Asi las cosas, tal y cual consta en los autos, los cincuenta y ocho trabajadores

despedidos del INTEL antes de su transformación en una entidad privada, fueron recontratados

nuevamente por esta institución. Estos trabajadores posteriormente y luego de su recontratación,

solicitaron a INTEL S.A. dar por finalizado sus contratos de trabajo y pidieronla liquidación de sus

prestaciones laborales, incluyendo pagos porantigüedad laboral, yotrascompensaciones quedejaron

de percibirluegode la declaración de insubsistencia de sus nombramientos en el afio de 1990. Los

pagoslosrecibieron y fueron indemnizados enformaretroactiva, incluyendo losderechos adquiridos

anterior y posteriormente a diciembre de 1990. En cuanto a los trabajadores del antiguo IRHE,

cuarentay nuevetrabajadores fueron nombrados nuevamente en la institución. Encuantoa losotros

trabajadores, tal y cual consta en el Anexo No.l2 adjunto a nuestra contestación de la demanda

planteada por los peticionarios, varios de estos fueron recontratados nuevamente retornando a sus

antiguas labores. Así lascosas, debe rechazarse la imputación hechacontralaRepública dePanamá.

97. Por otro lado, se torna evidente que la República de Panamá en sus actuaciones en el

presente caso siempre actuódentro del marco de la buenafe y en concordancia con las obligaciones

establecidas en la Convención. La conducta y aparato gubernamental, desde el iniciodel gobierno

del Presidente Endara, siempre tratóde asegurar el librey plenoejercicio de los derechos humanos,

1 tal Ycorno así lo reconoció la propiaComisión en su informe anualdel afio 1990-1991 .2

1 Véase en este sentido que la CORTE ha concluido que para determinar la responsabilidad

internacional de los Estados respecto de la violaciones de la CONVENCION se debe de considerar si la conducta

- - - - - - - -_.. _.
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98. Asimismo se demostró a 10 largo de todoesteproceso que losefectos de la Ley 25 no

afectaron en ninguna medida las obligaciones establecidas en la Convención; 3 aparte de que los

peticionarlos ejercitaron todos y tuvieron acceso a todos losrecursos judiciales quecontempla tanto

gubernamental asegura:"....LAEXISTENCIA. ENLAREALIDAD. DEUNAfl'lCAZ GARANTíA DELUBRE Y
PLENO EJERCICIO DELOSDERECHOS HUMANOS." Corte I.D.H., Caso J:Wdrezuel Rpdrfp:z. Sentencia de 29

de julio de 1988, SerieC No.4, párrs. 167-168.Corte I.D.H., CasoGodlnez Cag, Sentencia de120 de enerode 1989,

SerieC No. 5, párrs. 176-177.

2 Véase al efecto quelaCORTE hareconocido quelaresponsabilidad internacional de losestados enrelacion

conlasviolaciones de lasnormas de laCONVENCION debede detenninarse alamparodelexamen del:".....DEBER

DELOS ESTADOS PARTES DEORGANIZAR TODO ELAPARATO GUBERNAMENTAL Y, EN GENERAL,

TODAS LAS ESTRUC111RAS A TRAVÉS DE LAS CUALES SE MANIFIESTA EL EJERCICIO DELPODER

PúBLICO, DEMANERA TALQUESEAN CAPACES DEASEGURAR JURíDICAMENTE ELLIBRE Y PLENO

EJERCICIO DELOS DERECHOS HUMANOS (Caso Velásguez Rodrfgucz, Sentencia de 29 dejulio de 1988. Serie

C No. 4, párr. 166;Caso GodInez Cruz, Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párr. 175).C. ID.H.,

Excepciones alAgotamientode losRecursos Internos (Art. 46.1,46.2.ay46.2.bConvención AmericanasobreDerechos

Humanos), Opinión Consultiva OC-11/90 del 10deagosto de 1990, SerieA No. 11,párrs. 22-23.

3 Al respecto véase queestaCORTE ha reconocido queenel examen de la impugnación deresponsabilidad

internacional a un estado por la emisión de leyes supuestamente aludidas como violatorias de las nonnas d~ la
.. .....

CONVENCION, únicamente se debe de analizar :"..... LOS EFECTOS JURíDICOS DE LA LEY DESDE EL- PUNTO DE VISTA DEL DERECHO INTERNACIONAL, YA QUE NO LE CORRESPONDE A LA CORTE

PRONUNCIARSE SOBRE LOS MISMOS EN EL ORDEN INTERNO DEL ESTADO INTERESADO.ESA

- DETERMINACIÓN COMPETE DEMANERA EXCLUSIVA ALOS TRIBUNALES NACIONALES YDEBE SER

RESUELTA CONFORME A SUPROPIO DERECHO". Corte ID.H.,Responsakil;dad1nternaeiongl DOr Expedición

_ v Aplicación de Leyes Violatorias de la ConvenfÍón (Arts.J y 2 Convención Americana SobreDerechos Humanos),

Opinión Consultiva OC-14/94 del 9 de diciembre de 1994, SerieA No. 14, párrs. 34.

.....
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la CONVENCION como la legislación panameña, sin que existiera en la República de Panamá una

práctica tendiente a obstaculizar a los peticionarios 4 el acceso a los recursos dichos y analizados por

nuestra parte durante este proceso y que pudiera crear un marco de responsabilidad internacional

imputable a la República de Panamá.'

~óteseque la reiterada jurisprudencia de esta CORTE ha concluido que el examen del deber de garantizar

es de suma importancia para determinar la responsabilidad internacional de los estados en cuanto a la violación de las

disposiciones establecidas en la CONVENCION. El deber dicho :".....IMPLICA LA OBLIGACiÓN DEL ESTADO

DE TOMAR TODAS LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA REMOVER LOS OBSTÁCULOS QUE PUEDAN

EXISTIR PARA QUE LOS INDIVIDUOS PUEDAN DISFRUTAR DE LOS DERECHOS QUE LA CONVENCIÓN

RECONOCE. POR CONSIGUIENTE, LA TOLERANCIA DEL ESTADO A CIRCUNSTANCIAS O CONDICIONES

QUE IMPIDAN A LOS INDIVIDUOS ACCEDER A LOS RECURSOS INTERNOS ADECUADOS PARA

PROTEGER SUS DERECHOS, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN DEL ARTicULO 1.1 DE LA CONVENCiÓN."

Corte l.D .H.,Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (Art. 46.1, 46 .2.a y 46.2.b Convención Americana

sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-Il /90 del 10 de agosto de 1990, Serie A No. 11, párr. 34

5 Véase al respecto y como parámetro determinante de responsabilidad internacional de los Estados que la

CORTE ha reconocido que esta se materializa cuando :"...... .SE DEMUESTRA QUE LOS RECURSOS SON

RECHAZADOS SIN LLEGAR AL EXAMEN DE LA VALIDEZ DE LOS MISMOS, O POR RAZONES FÚTILES ,

O SI SE COMPRUEBA LA EXISTENCIA DE UNA PRÁCTICA O POLiTICA ORDENADA O TOLERADA POR

EL PODER PÚBLICO, CUYO EFECTO ES EL DE IMPEDIR A CIERTOS DEMANDANTES LA UTILIZACiÓN

DE LOS RECURSOS INTERNOS QUE , NORMALMENTE, ESTARiAN AL ALCANCE DE LOS DEMÁS... EL

ACUDIR A ESOS RECURSOS SE CONVIERTE EN UNA FORMALIDAD QUE CARECE DE SENTIDO"(Caso

Velásquez Rodríguez, supra 23, párr, 68; Caso Godínez Cruz, supra 23, párr. 71 YCaso Faírén Garbi y Salís Corrales,

Sentencia de 15 de marzo de 1989. Serie C No. 6, párr. 93).Corte l.D.H.,Excepciones al Agotamiento de los Recursos

[memos (Art. 46.1, 46.2.ay 46.2.b Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-l 1190

del 10 de agosto de 1990, Serie A No. !l, párr . 34.
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99. Consecuente con todo lo anterior, la República de Panamá rechaza las imputaciones

hechas por parte de la Comisión en relación con las normas de la Convención aludidas , solicitándole

a la CORTE dictaminar la no existencia de responsabilidad alguna por haber dejado insubsistentes

en el año de 1990, los nombramientos de los peticionarios. Asimismo solicita se condene a la

demandante al pago de las costas de este proceso y a todos los gastos incurridos por la Republica de

Panamá con ocasión de la defensa de este proceso contencioso .
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